Expediente: 
Sumilla: Proceso constitucional de amparo 


SEÑOR/A JUEZ DEL JUZGADO CIVIL DE TURNO DE LA CORTE SUPERIOR DE 
JUSTICIA DE UCAYALI 


La Federación de Comunidades Nativas del 
Ucayali y Afluentes (FECONAU), organización 
del pueblo indígena shipibo-conibo, 
debidamente representado por Miguel Hardy 
Guimaraes Vásquez, presidente de FECONAU 
y ciudadano peruano, identificado con DNI N? 
41272410; y la Organización Regional 
Amazónica de Ucayali, representado por su 
presidente Berlin Diques Rios, con DNI No 
23171942, con domicilio procesal en la Av. 
Yarinacocha 1553, interior 1, ciudad de 
Pucallpa y región de Ucayali - Perú, nos 
dirigimos a usted para exponer lo siguiente: 


Que al amparo del artículo 200.2 de la 
Constitución interponemos demanda de amparo contra la Agencia de Promoción de la Inversión 
Privada (PROINVERSIÓN), contra el Ministerio de Transportes y Comunicaciones (MTC), y 
contra el Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles 
(SENACE), por impulsar el Proyecto “Hidrovía Amazónica: Ríos Marañón y Amazonas, tramo 
Saramiriza — Iquitos — Santa Rosa; río Huallaga, tramo Yurimaguas — Confluencia con el río 
Marañón; río Ucayali, tramo Pucallpa — confluencia con el río Marañón”, por constituir una 
amenaza cierta e inminente al derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente 
equilibrado y adecuado a la vida, derecho reconocido en el artículo 2.22 de la Constitución 
Política, y de manera especial del principio constitucional ambiental precautorio, toda vez que 
se carece de certeza científica sobre los graves impactos que generará en los ríos donde se 
ejecutará. 


LI. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD 
1. Legitimación activa 


La demanda es presentada por la organización FECONAU, del pueblo indígena shipibo-conibo, 
y su presidente Miguel Hardy Guimaraes Vásquez, identificado con DNI N* 41272410, y del 
presidente de ORAU, representado por Berlin Diques Rios y con DNI No 23171942. 


2. Legitimación pasiva 
La presente demanda está dirigida contra: 


e El señor Ingeniero Rafael Ugaz Vallenas, Director Ejecutivo, Agencia de Promoción de 
la Inversión Privada (PROINVERSIÓN); debiendo notificarse al Dr. Javier Chocano 
Portillo, Jefe de Asesoría Jurídica en el área legal de PROINVERSIÓN, en la Av. 
Enrique Canaval Moreyra N.? 150, piso 9, distrito de San Isidro, Lima. 


e El Señor Ingeniero Eduardo Martín González Chávez, Ministro de Transportes y 
Comunicaciones, debiendo notificarse al Procurador judicial de dicho Ministerio Dr. 
Jaime José Vales Carrillo y su adjunto Alan Alarcón Canchari, en la calle Zorritos N.? 
1203, Cercado de Lima, Lima. 


e Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles 
(SENACE), debiendo notificarse a Eva Giselle García León, procuradora pública, en la 
avenida Ernesto Diez Canseco N.* 351 en el distrito de Miraflores, ciudad y 
departamento de Lima, a donde deberá notificársele. 


e Concesionaria HIDROVÍA AMAZÓNICA S.A (COHIDRO), debiendo notificarse al 
presidente del Directorio en la Av. Javier Prado Este N* 4135, Piso 7- Santiago de 
Surco. 


3. Hechos lesivos 


e Incertidumbre científica sobre los impactos del proyecto Hidrovía en ríos 
amazónicos resulta incompatible con principio de precaución. Aprobación de la 
Resolución Directoral 702-2015MTC/16 del 28 de setiembre de 2015 que aprueba los 
términos de referencia del Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto **Hidrovía 
Amazónica: Ríos Marañón y Amazonas, tramo Saramiriza — Iquitos — Santa Rosa; río 
Huallaga, tramo Yurimaguas — Confluencia con el río Marañón; río Ucayali, tramo 
Pucallpa — confluencia con el río Marañón””, toda vez que constituye una amenaza 
cierta e inminente al derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a 
la vida, toda vez que se desconoce y se carece de certeza científica sobre los impactos 
que este causará en los mencionados ríos, y de manera especial en los sedimentos que 
son lo que le da vida a los ríos. 


e Desconocimiento e incumplimiento por SENACE de los estándares del sistema 
interamericano en materia de Estudios de Impacto Ambiental de proyectos en 
territorios de pueblos indígenas. Incumplimiento por parte de la referida resolución de 
aprobación de los términos de referencia del EIA del proyecto Hidrovía de las reglas 
siguientes en los artículos 4, 7.3, 15.1 del Convenio sobre Pueblos Indígenas N.* 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y de las reglas de cumplimiento 
obligatorio, establecidas por la jurisprudencia vinculante de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante Corte IDH), al momento de aprobar, fiscalizar y 
elaborar el Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto Hidrovía Amazónica. 
Consideramos que este conjunto de incumplimientos constituye una violación del 
contenido constitucional y convencional protegido del derecho fundamental a disfrutar 
de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, lo cual genera en los hechos 
una desprotección del río Ucayali. 


4. Derechos y bienes jurídicos constitucionales afectados 
Los derechos fundamentales y rango constitucional comprometidos son: 


a. El derecho a disfrutar y gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado, 
reconocido en el art. 2.22 de la Constitución; toda vez que el inicio del proyecto 
amenaza con generar una “alteración sustantiva” (STC N.” 03343-2007-AA, f.j. 4), del 
ecosistema de los ríos afectados. El Tribunal Constitucional (TC) ha precisado que “el 
derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado, comporta la facultad 
de las personas de poder disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se 
desarrollan e interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que el 
hombre intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que 
existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute no de 
cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de 
su dignidad (artículo 1 de la Constitución). De lo contrario, su goce se vería frustrado 
y el derecho quedaría, así, carente de contenido” (STC 3448-2005-AA, f.j. y 33510- 
2003-AA, f.3. 2.d, resaltado nuestro). 








b. Los principios constitucionales precautorio y de prevención ambiental, 
desarrollados jurisprudencialmente por el Tribunal Constitucional', como parte del 
contenido del derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la 
vida, reconocido en el artículo 2.22 de la Constitución, toda vez que impulsa un 
proyecto, a pesar de que falta certeza científica de todos los impactos que este generaría 
en el mencionado ecosistema de los ríos. Y en otros casos, se tiene información 
científica de los riesgos que se generan, al realizarse un proyecto que se superpone a un 
frágil ecosistema. 


c. El principio constitucional de prevención de violaciones a los derechos humanos, 
desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos?. Según esta línea 
jurisprudencial —que se concreta en la denominada doctrina del riesgo previsible y 
evitable cuando un colectivo de personas está en una situación de inminente violación 
de derechos humanos en forma sistemática, por acción de privados— si el Estado conoce 
o debía conocer esta realidad, y tiene la posibilidad de adoptar medidas, el Estado tiene 
la obligación jurídica de intervenir para evitar y prevenir dichas violaciones a los 
derechos humanos, asumiendo el Estado responsabilidad si no hace nada. 


d. El derecho al territorio toda vez que los ríos son parte del territorio de las 
comunidades nativas demandantes. Esto de acuerdo con el artículo 88 de la 
Constitución Política y del artículo 13 y 14 del Convenio 169 de la OIT, Sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni vs Nicaragua, párrafo 133. 


e. La libertad de conciencia y de religión y del derecho fundamental a la identidad 
cultural. Reconocida en el artículo 2.3 de la Constitución, y del derecho a la identidad 
cultural y a la integridad social, cultural, física de los pueblos indígenas como 
consecuencia de la relación espiritual que los demandantes tienen con los ríos, de 
conformidad con los artículos 2.19 y 89 de la Constitución Política y del artículo 5 del 
Convenio 169 de la OIT. 


f. El Derecho a los recursos naturales que garantizan la subsistencia. Amenaza cierta 
e inminente al derecho de los pueblos indígenas a los recursos naturales en sus 
territorios que aseguran su subsistencia, toda vez que el paso de barco de mayor calado 
afectará la pesca en dichos ríos de la cual dependen las comunidades nativas 
demandantes, de conformidad con el artículo 15.1 y 23 del Convenio 169 de la OIT. 


g. El Estado social de derecho y el principio de promover sectores excluidos. De 
acuerdo con este principio, se debe tener en cuenta que, si bien todos somos iguales en 
dignidad y en derechos, no todos los sectores son iguales, social, política y 
económicamente, debiendo promover aquellos sectores que sufren algún nivel de 
desventaja, asegurando un mínimo existencial digno. Reconocido en el artículo 43 de la 
Constitución y desarrollado por el TC en la STC N.* 00048-2004-PL f.j. 1, 2, 4, 5, 11 y 
13; en la STC N.? 04870-2007-PA, f.j. 41; y en la STC N.* 00008-20003-AL f.j. 10, 
11, 12 y 13. De otro lado, el principio de promover a los excluidos se desprende del 
artículo 59 de la Constitución, y desarrollado por el TC N.? 2005-2009-PA, f.j. 34. 


h. El deber de promover la conservación de la diversidad biológica y de promover el 
desarrollo sostenible de la Amazonía, reconocido en los artículos 68 y 69 de la 
Constitución Política del Estado. 


1STCN.? 03343-2007-AA, f.j. 17. 
2 Ver Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, Sentencia, párrafo 
166, julio de 1988. 


5. 


El deber de remover obstáculos legales y de otro tipo que impiden la vigencia de 
los derechos fundamentales. En este caso, la vigencia del derecho a un medio 
ambiente equilibrado y adecuado a la vida, reconocido en el artículo 2 del Protocolo de 
San Salvador. 


Petitorio 


Requerimos a este juzgado lo siguiente: 


a. 


Reconozca la violación del derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado y 
adecuado a la vida por parte del Estado. Se establezca que PROINVERSIÓN y 
SENACE han violado el derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y 
adecuado a la vida, como consecuencia de existir incertidumbre científica sobre los 
impactos del proyecto Hidrovía en los ríos amazónicos e indicios razonables de grave 
afectación de los mismos, y el segundo, por incumplir los estándares internacionales de 
cumplimiento obligatorio en materia de elaboración de los EIA reconocidos en el 
artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT y la jurisprudencia de la Corte IDH. 


Suspensión del proyecto Hidrovía. Le solicitamos declarar fundada la demanda de 
amparo y ordenar suspender el Proyecto “Hidrovía Amazónica: Rios Marañón y 
Amazonas, tramo Saramiriza — Iquitos — Santa Rosa; río Huallaga, tramo Yurimaguas 
— Confluencia con el río Marañón, río Ucayali, tramo Pucallpa — confluencia con el río 
Marañón ”” mientras no se tenga certeza científica que este proyecto no afectará a los 
mencionados ríos y a las poblaciones que derivan su subsistencia del bienestar de estos 
ríos, sus procesos ecológicos, sus ecosistemas y las especies que contienen. 


Declare la nulidad de la Resolución Directoral 702-2015MTC/16 del 28 de 
setiembre de 2015 que aprueba los términos de referencia del EIA del proyecto 
Hidrovía. Declare la nulidad de la resolución que aprueba los términos de referencia 
del Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto ““Hidrovía Amazónica: Ríos Marañón y 
Amazonas, tramo Saramiriza — Iquitos — Santa Rosa; río Huallaga, tramo Yurimaguas 
— Confluencia con el río Marañón; río Ucayali, tramo Pucallpa — confluencia con el río 
Marañón ””. 


Ordene al momento de aprobar nuevamente los términos de referencia del nuevo 
EIA del proyecto Hidrovía, se cumpla con los estándares internacionales de 
cumplimiento obligatorio en materia de EIA de proyectos extractivos en territorios 
de pueblos indígenas. Ordene a SENACE que aplique los estándares internacionales en 
materia de elaboración de los EIA reconocidos en el artículo 7.3 del Convenio 169 de la 
OIT y la jurisprudencia de la Corte IDH en los procesos de elaboración, evaluación y 
aprobación de EIA que involucren pueblos indígenas. Concretamente se pide lo 
siguiente: 


1. SENACE exija a la consultora ambiental encargada de elaborar el Estudio 
de Impacto Ambiental del Proyecto Hidrovía Amazónica, evalúe los 
impactos “sociales culturales y espirituales” de este proyecto en las 
comunidades nativas ribereñas afectadas en cumplimiento del artículo 7.3 
del Convenio 169 de la OIT. 


2. SENACE exija a la consultora ambiental encargada de elaborar el Estudio 
de Impacto Ambiental del Proyecto Hidrovía Amazónica, realice este en 
colaboración con las comunidades nativas afectadas en cumplimiento del 
artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT. 


3. SENACE exija a la consultora ambiental encargada de elaborar el Estudio 
de Impacto Ambiental del Proyecto Hidrovía Amazónica, independencia 
respecto de la empresa concesionaria, en aplicación de la regla establecida 
por la Corte IDH en su sentencia recaída en el caso Sarayacu vs. Ecuador, 
párrafo 205, de conformidad con el artículo V del Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional. 


4. SENACE exija a la consultora ambiental encargada de elaborar el Estudio 
de Impacto Ambiental del Proyecto Hidrovía Amazónica, evalúe 
expresamente los impactos “acumulados” en relación con otros proyectos 
extractivos y de infraestructura pública, en cumplimiento de la regla 
establecida por la Corte IDH en su sentencia recaída en el caso Sarayacu vs. 
Ecuador, párrafo 206, de conformidad con el artículo VW del Título 
Preliminar del Código Procesal Constitucional. 


5. SENACE fiscalice la elaboración del EIA del Proyecto Hidrovía 
Amazónica y no solo revisar el producto final cuando esta ya está 
concluida, en cumplimiento de la regla establecida por la Corte IDH en su 
sentencia recaída en el caso Saramaka vs. Suriname, párrafo 129, de 
conformidad con el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional. 


e. Ordene a SENACE al momento de aprobar nuevamente los términos de referencia del 
nuevo ElA del proyecto Hidrovía, en caso se insista con el proyecto, se exija al 
operador del proyecto, realice un estudio toxicológico sobre el impacto del 
proyecto y una caracterización de los potenciales impactos toxicológicos sobre el 
ecosistema, la salud humana y los medios de vida de la población indígena. 


6. Juez competente 


Conforme con el artículo 51 del Código Procesal Constitucional, el juez natural o competente es 
aquel que pertenece al lugar donde se afectó el derecho, o donde tiene su domicilio principal el 
afectado. En este caso, resulta competente el Juzgado de la Corte Superior de Justicia de 
Ucayali, por ser el juzgado del sitio en donde se afectan los derechos tutelados. 


7. El plazo para presentar la demanda 


Es importante señalar que nos encontramos frente a una omisión. En efecto, la omisión de 
conservar el medio ambiente, el cual se concreta en la falta de cumplimiento de las reglas 
establecidas en el artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT y de las reglas establecidas por la 
Corte IDH en su jurisprudencia vinculante. En consecuencia, no se ha agotado el plazo previsto 
para presentar la demanda de amparo, de acuerdo con el artículo 44.5 del Código Procesal 
Constitucional, que precisa que “[s]i el agravio consiste en una omisión, el plazo no transcurrirá 
mientras ella subsista”. 


ll. REQUISITOS DE PROCEDENCIA 


a. Los hechos y el petitorio de la demanda están referidos en forma directa al 
contenido constitucionalmente protegido de los derechos invocados 


Se amenaza un conjunto de bienes jurídicos constitucionales de forma frontal. Se transgrede el 


contenido esencial mínimo de los derechos amenazados. El petitorio en la demanda está 
orientado a que se declaren sin efectos jurídicos los actos administrativos, por constituir una 


S 


amenaza cierta e inminente de afectación evidente y continuada de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos de Ucayali. En consecuencia, el petitorio incide directamente en la protección 
y vigencia efectiva del contenido constitucional protegido de derechos constitucionales, como se 
explicará con mayor profundidad más adelante. 


b. No existen vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias, para la 
protección de los derechos constitucionales amenazados o vulnerados 


Si bien el TC ha establecido que el amparo es de naturaleza residual, ha desarrollado criterios 
para evaluar cuándo el amparo resulta procedente, en la resolución del TC, en el STC N.? 
01399-2011-PA/TC del 22 de agosto de 2011. En esta resolución, el TC señala que el amparo es 
la vía idónea cuando se trate de afectación al derecho fundamental de disfrutar de un medio 
ambiente equilibrado y adecuado a la vida: 


“Que el Tribunal Constitucional no comparte el pronunciamiento de los juzgadores de 
las instancias precedentes, toda vez que, si bien es cierto, sustentan su decisión en el 
artículo 5.2 del Código Procesal Constitucional que los habilita para desestimar 
liminarmente la demanda, respecto de la protección del derecho a un medio ambiente 
sano y equilibrado, existe uniforme y reiterada jurisprudencia de este Tribunal 
Constitucional que acredita que por la vía del proceso de amparo sí es susceptible de 
protegerse un derecho como el que está en juego en la causa de autos” (RTC N.* 
01399-2011-AA/TC, f.j. 5). 


“Que en efecto, si bien existe otra vía procedimental, la jurisprudencia de este Tribunal 
acredita (Cfr. entre otras, sentencia recaída en el Expediente N.* 09340-2006-PA/TC) 
que la vía del amparo es la satisfactoria, no habiéndose tenido en cuenta que los 
actores invocan la amenaza de vulneración de, entre otros, su derecho fundamental a 
un medio ambiente sano y equilibrado, respecto del cual este Colegiado ha establecido 
que puede ser objeto de tutela en sede constitucional, por lo que ante la posibilidad de 
que este resulte vulnerado, el afectado o los afectados pueden promover su reclamación 
a través de cualquiera de los procesos constitucionales de la libertad, siendo la 
finalidad del proceso de amparo determinar si, como se alega, la ejecución de las obras 
materia de la demanda podría afectar el aludido derecho” (RTC N.* 01399-2011- 
AA/TC, f.j. 6). 


“Que a mayor abundamiento, los procesos constitucionales por mandato de la Norma 
Suprema— proceden ante la violación o amenaza de violación de un derecho 
fundamental; y, en el caso concreto —el derecho esencial a gozar de un medio 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo a la vida— a diferencia de otros, requiere 
de una tutela de urgencia toda vez que, dada su naturaleza, y de no otorgarse una 
protección oportuna, o de no ser esta prevenida, su violación podría tornarse 


inminente” (RTC N.* 01399-2011-AA/TC, f.j. 7). 


Esta jurisprudencia deberá ser interpretada en consonancia con el artículo 46.2 del Código 
Procesal Constitucional: 


“Artículo 46.- Excepciones al agotamiento de las vías previas 
No será exigible el agotamiento de las vías previas si: 


[...] 


2) Por el agotamiento de la vía previa la agresión pudiera convertirse en irreparable; 


Life 


c. Los agraviados no han recurrido previamente a otro proceso judicial para pedir 
tutela respecto de su derecho constitucional 


En el presente caso, los demandantes no han recurrido a otro proceso judicial respecto de los 
mismos asuntos aquí demandados, por lo que se cumple con este requisito. 


d. La amenaza cierta e inminente de violación de los derechos de los demandantes y 
de los ciudadanos de Ucayali aún no ha cesado 


De conformidad con el principio restitutorio contenido en el artículo 1 del Código Procesal 
Constitucional, la amenaza de violación de los derechos constitucionales de todos los 
ciudadanos del Perú, por la expedición de los actos administrativos mencionados, es reversible y 
reparable, con lo cual se cumple este requisito. Por otro lado, la amenaza de agresión materia 
del caso no ha cesado, toda vez que el titular del proyecto —a través de la búsqueda de un nuevo 
operador— se dispone a reimpulsar el proyecto, que implica un riesgo inadmisible para los ríos 
afectados. 


e. El plazo para presentar la demanda 


Es importante señalar que nos encontramos frente a una omisión del Estado de conservar el 
medio ambiente, que concreta la dimensión prestacional y positiva del derecho fundamental a 
disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, en consonancia con la 
jurisprudencia del TC. 


“De ahí que este derecho, en su dimensión prestacional, imponga al Estado tareas u 
obligaciones destinadas a conservar el medio ambiente sano y equilibrado, las cuales 
se traducen, a su vez, en un haz de posibilidades. Desde luego, no solo supone tareas de 
conservación, sino también de prevención de daños de ese ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de una vida digna. Dentro de las tareas de prestación que 
el Estado está llamado a desarrollar tiene especial relevancia la tarea de prevención y, 
desde luego, la realización de acciones destinadas a ese fin” (STC N.*” 03048-2007- 
AA, f.j. 8). 


La omisión por parte del Estado de su obligación de conservar el medio ambiente, en la medida 
de que se encuentra vigente la decisión de impulsar el proyecto. En esa medida, los efectos 
lesivos subsisten, por lo que no se ha agotado el plazo previsto para presentar la demanda de 
amparo, de acuerdo con el artículo 44.5 del Código Procesal Constitucional, que precisa que 
“[s]i el agravio consiste en una omisión, el plazo no transcurrirá mientras ella subsista”. 


f. El juez competente 


De conformidad con el artículo 51 del Código Procesal Constitucional, la demanda de amparo 
debe ser presentada donde se afectó el derecho, o donde tiene su domicilio principal el afectado, 
a elección del demandante. En este caso, los demandantes tienen su domicilio en la ciudad de 
Pucallpa, en Ucayali. Teniendo en cuenta que estamos ante intereses y derechos difusos, cuyo 
universo de afectados no se puede identificar, de conformidad con el artículo 82 del Código 
Procesal Civil, cualquier ciudadano puede interponer la demanda de amparo ante los juzgados 
competentes del lugar donde viven, en consonancia con el artículo 40 del Código Procesal 
Constitucional. Y es que, los intereses difusos tienen una característica especial, que le otorgan 
una particularidad: nadie en particular es titular exclusivo y al mismo tiempo todos los 
miembros de un grupo o categoría determinada son sus titulares?, 


TI. FUNDAMENTOS DE HECHO 


3 Eduardo Ferrer Mac-Gregor. Juicio de Amparo Colectivos, México, Editorial Porrúa, p. 14, 2003, citado por 
STCN.? 1757-2007-PA, f.j., 15. 


El proyecto *““Hidrovía Amazónica: Ríos Marañón y Amazonas, tramo Saramiriza — Iquitos — 
Santa Rosa; río Huallaga, tramo Yurimaguas — Confluencia con el río Marañón; río Ucayali, 
tramo Pucallpa confluencia con el río Marañón ”” impulsado por PROINVERSIÓN en los 
departamentos de Loreto y Ucayali, generará un impacto directo de las comunidades nativas de 
varios pueblos entre los que se encuentran el pueblo indígena shipibo-conibo. 


1. El impacto del proyecto Hidrovía Amazónica 


Según el propio sitio web de PROINVERSIÓN?, el “Proyecto de desarrollo del Sistema Fluvial 
Hidroviario de la Amazonía Peruana, consiste básicamente en establecer un sistema capaz de 
desarrollar y mantener la navegación en condiciones seguras durante las 24 horas del día y los 
365 días del año, en el ámbito de los ríos que componen este sistema, como son el río Huallaga, 
Marañón, Ucayali y Amazonas”. Añade que, para lograr ese objetivo, se propone realizar una 
serie de obras y acciones, las que en resumen son las siguientes: 


e “Obras de dragado de apertura en los malos pasos que representan una restricción para la 
navegación ubicadas a lo largo de los ríos que configuran el sistema, así como en los 
accesos a los principales terminales portuarios fluviales ”. 





e “Instalación de una red de limnímetros, que permita conocer en todo momento el nivel de 
los ríos en los puntos estratégicos, para informar a los navegantes las condiciones 
esperables en sus recorridos y mejorar el conocimiento de la hidrología de los rios”. 


e “Establecimiento de sistemas de mantenimiento y monitoreo de las obras de dragado, los 
sistemas de ayuda a la navegación y la red de limnígrafos de forma tal de asegurar las 
condiciones de navegabilidad del sistema”. 


e “Implementación de un Plan de Monitoreo de forma tal de asegurar las condiciones de 
navegabilidad de la hidrovía, a fin de determinar la ubicación de los canales de navegación 
de forma permanente y la oportunidad y magnitud de los dragados a realizar durante el 
mantenimiento, monitoreo de la hidrovía y otros aspectos vinculados al estado de la vía 
navegable”. 





e “Establecimiento de una Empresa Concesionaria, que tendrá a su cargo además de 
realizar las obras e instalaciones referidas precedentemente, el mantenimiento de las 
mismas y el control del tráfico, que permita normalizar la navegación en los distintos 
tramos de la hidrovía”. 


2. El proyecto Hidrovía Amazónica se realizará en el territorio shipibo-conibo 


4 Cfr. http://www.proinversion.gob.pe/0/0/modulos/JER/PlantillaFichaHijo.aspx?ARE=08:PFL=08[ER=6180 
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3. Antecedentes 


En el 2010, la Dirección General de Transporte Acuático (DGTA) del Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones (MTC) elaboró a nivel de factibilidad el Proyecto “Hidrovía Amazónica”, 
el cual luego de obtener viabilidad, se entregó a PROINVERSIÓN para su promoción como 
concesión a través de la figura de Asociación Público-Privada (APP). En 2012, las 
organizaciones de los pueblos indígenas demandaron que el proyecto pasara por la consulta 
previa, conforme lo establece el Convenio 169 de la OIT sobre los derechos de los pueblos 
indígenas. Para la consulta previa del proyecto, los pueblos indígenas u originarios identificados 
fueron: achuar, ashaninka, awajún, bora, capanahua, kichwa, kukama kukamiria, murui 
muinani, shawi, shipibo-konibo, tikuna, urarina, yagua y yine. Estos pueblos se encuentran 
asentados en las regiones de Loreto y Ucayali. 


El otorgamiento de la concesión fue postergado hasta la conclusión del proceso de consulta 
previa. Con fecha 22 de setiembre de 2015, se suscribió el Acta de Consulta Previa en el marco 
del proyecto Hidrovía Amazónica, entre los representantes acreditados de los pueblos indígenas 
participantes, y el Estado Peruano, representado por el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones. 


Luego se reinició el proceso de promoción y licitación de la concesión. En setiembre de 2017, la 
concesión de dicho proyecto fue otorgada a la Concesionaria Hidrovía Amazónica S.A. 
(COHIDRO), por un periodo de 20 años (Meza Suarez y Ruiz Molleda citados por Servindi 
2019). 


En diciembre de 2018, se presentó el Estudio de Impacto Ambiental (EIA) del proyecto ante el 
Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles (SENACB), un 
mes después del plazo máximo establecido en el proyecto. De acuerdo a su EIA, el Proyecto 
“Hidrovía Amazónica” tiene como objetivos centrales mejorar las condiciones de navegabilidad 
de los ríos amazónicos para embarcaciones fluviales con calado máximo de 6 pies (1.80 
metros); establecer un sistema de información para mejorar y mantener la navegación en 
condiciones de seguridad para el transporte fluvial en los ríos Huallaga, Marañón, Ucayali y 


1) 


Amazonas, en una longitud total aproximada de 2687 km; y contribuir al desarrollo del 
comercio regional, nacional y con los países de Brasil, Ecuador y Colombia. 


En enero de 2019, el EIA fue declarado improcedente por SENACE por no realizar un taller 
participativo en Nauta. Luego de realizarse el taller, SENACE admitió el EIA a evaluación. 
Mediante el Informe N.* 00737-2019-SENACE-PE/DEIN de fecha 9 de noviembre, SENACE 
planeó unas 500 observaciones integrando las planteadas por varias autoridades como el 
Ministerio de Cultura, el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, la Autoridad Nacional 
del Agua (ANA), el Servicio Nacional de Áreas Protegidas por el Estado (SERNANP), la 
Autoridad Portuaria Nacional, entre otros. 


El 15 de enero de 2020, mediante Informe N.” 00022-2020-SENACE-PE/DEIN, Silvia Luisa 
Cuba Castillo, Directora de Evaluación Ambiental para Proyectos de Infraestructura del 
Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles, aceptó el 
desistimiento formulado por COHIDRO sobre la solicitud de evaluación del EIA-d del proyecto 
Hidrovía Amazónica. 


4. Contenido del proyecto 


El proyecto Hidrovía Amazónica es un proyecto de infraestructura impulsado por el Gobierno 
peruano basado en un contrato de concesión a lo largo de 20 años que busca mejorar las 
condiciones de navegabilidad fluvial con calado máximo de 6 pies (1.80 metros) a lo largo de 
2687 km en los ríos Amazonas, Ucayali, Marañón y Huallaga. El propósito declarado del 
proyecto es desarrollar el flujo comercial en el Corredor Interoceánico Norte que integra el 
puerto de Paita con el eje del Amazonas favoreciendo el comercio regional con Brasil, Ecuador 
y Colombia. 


El proyecto opera en una extensión de 2687 kilómetros de cuatro ríos amazónicos dinámicos 
que suelen cambiar su curso a lo largo del tiempo. El Ucayali y el Huallaga son ríos de tipo 
meándrico, es decir, forman curvas en su trayecto a partir de la migración del canal. Estos ríos 
no transportan grandes cantidades de agua y sedimentos. El Amazonas y el Marañón son ríos de 
tipo multicanal. Es decir, los ríos tienen un canal principal, más ancho, y canales secundarios, 
más estrechos, que forman islas estables con vegetación. Estos ríos transportan grandes 
cantidades de agua y sedimentos. El área de influencia del proyecto que propone la empresa 
se centra en zonas de dragado y depósitos de sedimentos y representa una muy pequeña parte 
del área que debería calificarse como tal, de acuerdo con criterios que consideren las complejas 
condiciones de los ríos”. 


Para garantizar la navegabilidad fluvial, es necesario desarrollar actividad de dragado en la 
apertura de dicho canal de 6 pies y realizar dragado de mantenimiento durante los 20 años de 
duración de la concesión. Igualmente será necesario hacer la limpieza de troncos en el canal de 
navegación. 


El costo estimado es de USD 95.6 millones?. El dragado es la actividad de remover, succionar, 
transportar y descargar material (fundamentalmente sedimentos) del fondo del río para 
depositarlo en otra zona de este. 


El dragado propuesto inicialmente identificó 13 malos pasos. Mientras el EDI de mayo de 2019 
estimó el dragado en 20 malos pasos, con una profundidad de $ pies (2.44 m) para el canal de 


5 “Mejores prácticas para el estudio de los ríos amazónicos frente al desarrollo de infraestructura, Caso ElA-d 
Hidrovía Amazónica”, en Boletín del Centro de Investigación de Tecnología del Agua (CITA) de la Universidad 
de Ingeniería y Tecnología (UTEC), N.* 2, pp. 12-14, julio 2019. 

6 Lu, M. Proyecto Hidrovía Amazónica, Alianza Mundial de Derecho Ambiental (ELAW), PPT, 2019. 
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navegación de la red hidroviaria. Se necesitará una profundidad de 11 pies (3.35 m) en el canal 
de acceso y dársena de maniobra, en el Puerto de Iquitos (río Itaya)”. 


COHIDRO debería determinar el volumen de dragado y los lugares de vertimiento en caso de 
los 20 malos pasos. COHIDRO indica que el EIA-d debe ser “suficientemente general” para 
establecer el número y ubicación de malos pasos. Mientras que el artículo 48 de la Ley N.? 
27446, Ley del SNEIA, indica que la certificación es aplicable siempre y cuando la 
configuración del proyecto no varíe significativamente!?. 


Mapa Hidrovía Amazónica 


( 


E 





mal HLDR OVÍA AMAZON 
a ra y Ver 


Fuente: Ermeto Tuesta 


El Estudio de Factibilidad no es claro sobre los métodos empleados para determinar el número, 
ubicación de malos pasos y volumen de dragado. El Estudio de Factibilidad dice que esta 
profundidad de dragado puede ser mayor que la propuesta (pp. 187-188): 


“Cabe aclarar, que el volumen de dragado de apertura a 10 pies de profundidad, solo se 
determinó para los mismos malos pasos sobre los que se analiza la hidrovía para la 
profundidad de diseño de 8 pies, siendo este solamente un dato informativo...” 
(resaltado nuestro). 


“En cuanto a una eventual ampliación a 10 pies de profundidad de la hidrovía, en el 
presente estudio de factibilidad se ha considerado prever la ejecución de los estudios 
correspondientes en algún momento dentro del periodo de concesión para evaluar 
justamente la factibilidad de hacer una mayor profundización, esto como se indica en el 
punto 3.14...”. 


Sobre los estudios del dragado añade: 


7 Ibidem. 
8 Ibidem. 
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“*... está ligado a una serie de elementos que podrán o no inducir a esta mejora. La idea 
es que sea el Concesionario quien debe realizar estos estudios (por sí mismo o por 
consultoría externa que pueda contratar, para lo cual resultará de suma utilidad el 
conocimiento adquirido por dicho concesionario y la información registrada en los 
primeros años de la concesión tanto desde el punto de vista técnico como económico y 
el comportamiento de los mercados y los usuarios. 

Solo un estudio oportunamente ejecutado podrá dilucidar esta cuestión” (Estudio de 
Factibilidad, pp. 186-187). 


El dragado causa la modificación y alteración del hábitat y dinámica de los ríos, así como el 
incremento de su turbidez, lo que trae repercusiones sobre la pesca. El principal problema con el 
dragado es la carencia de estudios que sostengan su aplicación y los impactos que podría 
generar en los ríos y el ecosistema amazónico. No se conoce cuánto sedimento existe en el 
cauce de estos ríos, por tanto, no se puede determinar cuánto material es necesario dragar. No se 
conoce”. 


5. El Marañón y el Ucayali 


El área de intervención del proyecto de la Hidrovía corresponde a una de las zonas más diversas 
en tipos de hábitats acuáticos y semiacuáticos de la Amazonía occidental!” la depresión 
geológica conocida como la Depresión Ucamara. Por ello, el río Marañón y, especialmente, el 
río Ucayali han cambiado de curso muchas veces'' a lo largo de su vida, teniendo como 
consecuencia la creación de una diversidad de hábitats acuáticos y semiacuáticos. 


2 Servindi, “Hidrovía, la amenaza latente contra el ecosistema amazónico”, 14 de octubre, 2020. Recuperado de 
https: / /www.servindi.org/actualidad-noticias/14/10/2020/hidrovia-destruccion-del-ecosistema- 
amazonico?fbclid=IwAROLA-alLO0cewSFg5TCZwQ2gzsbmogtbb0oggt9r gUftNptOv7ipijKoOQE. 

Abad, J. La Hidrovía Amazónica. Conferencia Hidrovías en Sudamérica, organizado por UTEC, 11 de noviembre, 
2020. 

10 Salo, J. et al. “River dynamics and the diversity of Amazon lowland forest”. Nature 322, pp. 254-258, 1986. 

11 Dumont, J. F. “Lake patterns as related to neotectonics in subsiding basins: The example of the Ucamara 
Depression, Peru”, Tectonophysics 222, pp. 69-78, 1993. 
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Fuente: Ermeto Tuesta 

Este dinamismo en el movimiento de los canales!? crea grandes extensiones de pantanos **, 
bosques inundables y lagunas, llamadas localmente “cochas”, que dan sustento a una de las 
zonas pesqueras más productivas de la Amazonía peruana'*. Un 73 % de los pantanos de la 
Amazonía peruana están en el complejo de humedales del Marañón que contiene el ecosistema 
de “turberas amazónicas”, el que almacena grandes cantidades de carbono" y '%, siendo, por 
tanto, relevante su conservación para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y 
permitir al Perú cumplir con sus compromisos internacionales adquiridos con relación a este 
tema. 


12 Dumont, J. F. “Fluvial shifting in the Ucamara Depression as related to the neotectonics of the Andean 
foreland Brazilian craton border (Peru)”. Géodynamique 6, pp. 9-20, 1991. 

13 Kalliola, R., Puhakka, M., Salo, J., Tuomisto, H. € Ruokolainen, K. “The dynamics, distribution and 
classification of swamp vegetation in Peruvian Amazonia”, in Annales Botanici Fennici, pp. 225-239, 1991. 

14 García, A., Vargas, G., Tello, S. £: Duponchelle, F. “Desembarque de pescado fresco en la ciudad de Iquitos, 
Región Loreto, Amazonía peruana”. Folia Amaz. 21, pp. 45-52, 2012. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en 
la pesca”. Recuperado de www.peru.wcs.org 

15 Draper, F. C. et al. “The distribution and amount of carbon in the largest peatland complex in Amazonia”. 
Environ. Res. Lett. 9, 124017, 2014. 

16 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, WCS, p. 2, Lima, 2019. 
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Las planicies inundables del Marañón, Ucayali y Huallaga son fertilizadas durante el periodo de 
inundación que ocurre anualmente entre enero y mayo””. Los sedimentos traídos por los ríos en 
alta concentración se depositan a lo largo del curso y también en las lagunas y bosques de la 
planicie inundable proveyendo alimento que eleva la productividad de la biomasa y la 
diversidad pesquera'*. Esta inundación estacional'? es el principal proceso ecológico al que las 
especies acuáticas y semiacuáticas que habitan los ríos y planicies inundables responden 
adaptativamente y que permite conservar la biodiversidad”. Esta inundación y la dinámica 
cambiante de los canales por causa del transporte y sedimentación de material fino y grueso” de 
los ríos rejuvenece las lagunas al conectarlas con los canales de los ríos al tiempo que extingue 
otras cochas y canales más antiguos, así como favorece la sucesión natural del bosque” y *. 


17 Coomes, O. T., Bradford, L. B. €: Craig, B. “Uso de los recursos por los ribereños en la Reserva Nacional Pacaya 
Samiria”, Espac. Desarro., pp. 6-31, 1996. 

18 Henderson, P. A. €: Crampton, W. G. R. “A comparison of fish diversity and abundance between nutrient-rich 
and nutrient-poor lakes in the Upper Amazon”, J. Trop. Ecol. 13, pp. 175-198, 1997. 

19 Junk, W. ]., Bayley, P. B. €: Sparks, R. E. “The flood pulse concept in river-floodplain systems”. Can. Spec. Publ. 
Fish. Aquat. Sci. 106, pp. 110-127, 1989. 

20 García-Villacorta, R. €: Gagliardi-Urrutia, G. “Identificación de procesos ecológicos y evolutivos esenciales 
para la persistencia y conservación de la biodiversidad en la región Loreto”, Naturaleza €: Cultura 
Internacional/GOREL/TIAP, 2009. 

21 CITA. “Metodología de línea base geomorfológica para los ríos de la Hidrovía Amazónica: aplicación en el río 
Huallaga”, 2019. 

22 Kalliola, R., Puhakka, M., Salo, J., Tuomisto, H. € Ruokolainen, K. “The dynamics, distribution and 
classification of swamp vegetation in Peruvian Amazonia”, in Annales Botanici Fennici, pp. 225-239, 1991. 

23 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, p. 3, Lima, 2019. 
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Los ríos Ucayali, Huallaga y Marañón, en los que se propone efectuar el dragado, son ríos de 
aguas blancas” con alta concentración de sedimentos. Estos ríos inundan anualmente sus 
planicies ribereñas, las que incluyen lagunas o cochas, canales y bosques inundables, influyendo 
fuertemente en la productividad pesquera” siendo, por tanto, de alta importancia para los 
pobladores locales y pescadores” y ?. 


24 Puhakka, M., Kalliola, R., Rajasilta, M. €: Salo, J. “River types, site evolution and successional vegetation 
patterns in Peruvian Amazonia”. J. Biogeogr. 19, pp. 651-665, 1992. Maco, J. “Tipos de ambientes acuáticos en 
la Amazonía peruana”, Folia Amaz. 1-2, pp. 131-140, 2006. 

25 McClain, M. E. 8: Naiman, R.]J. “Andean Influences on the Biogeochemistry and Ecology of the Amazon River”, 
BioScience 58, p. 325, 2008. 

26 Cañas, C., Moya, L. €£ Yomona, M. Manual: uso de la base de datos de desembarque pesquero, Wildlife 
Conservation Society, 2015. 

27 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, p. 2, Lima, 2019. 
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Fuente: Ermeto Tuesta 

El “boquichico” y la “llambina”% son dos de las especies detritívoras (especies que comen 
detritos orgánicos presentes en sedimentos de ríos) más dominantes” en los ríos Marañón, 
Ucayali y Huallaga. Estas especies aprovechan la gran cantidad de alimento presente en los 
sedimentos de estos ríos y sus tributarios. Según la Dirección Regional de la Producción de 
Loreto (DIREPRO-L), las especies detritívoras son el grupo de peces más importante en 
términos de biomasa y de pesca, como lo muestran sus registros de desembarque pesquero”, 


El comercio y exportación de peces ornamentales también provee ingresos económicos 
importantes a la economía regional de Loreto. El río Ucayali es una de las principales zonas de 
pesca de peces ornamentales representando el 32 % del total de las exportaciones de los 
acuarios de Iquitos”'. Otra especie de alto valor para la exportación son las larvas de “arahuana” 
(Osteoglossum bicirrhosum), que han sido una de las más explotadas por esta actividad 
económica en la Reserva Nacional Pacaya Samiria. Su reproducción ocurre preferentemente de 
diciembre a enero durante el periodo de creciente de los ríos y consecuente inundación de las 
planicies ribereñas” y *. 


28 García-Dávila, C. et al. Peces de consumo de la Amazonía peruana, 2018. 

29 Castro, R. M. C. €: Vari, R. P. “Detritivores of the South American fish family Prochilodontidae (Teleostei: 
Ostariophysi: Characiformes): a phylogenetic and revisionary study”, Smithson. Contrib. Zool, 2004. 

30 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, p. 2, Lima, 2019. 

31 Moreau, M.-A. 8: Coomes, O. T. Aquarium fish exploitation in western Amazonia: conservation issues in Peru. 
Environ. Conserv. 34, pp. 12-22, 2007. 

32 Alcántara, F. B. et al. “La pesquería ornamental de la arahuana Osteoglossum bicirrhosum (Osteoglossidae), 
en Loreto, Perú, y posibilidades de su cultivo”, Folia Amaz. 16, pp. 55-61, 2007. 

33 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, p. 2, Lima, 2019. 
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Fuente: Ermeto Tuesta 


Según datos oficiales de la (DIREPRO-L), durante el periodo 2015-2017, la producción 
pesquera de los tres ríos fue cerca de 21 000 toneladas métricas. La producción pesquera en 
Loreto es dominada por las zonas de pesca del río Ucayali, que representa un 70 % del total para 
el período 2015-2017”*. 


El río Ucayali es un río meándrico, es decir, tiene un discurrir sinuoso con curvas pronunciadas 
influenciado por la creciente y la vaciante que hace que, primero, el cauce del río se mueva, y, 
segundo, las curvas se puedan abrir y cerrar formando lagunas. La emergencia de islotes y 
playas durante la época de la vaciante en los ríos muestra que la columna de agua transporta 
muchos sedimentos. Los términos de referencia del proyecto son muy vagos y no se analiza 
estas consecuencias. Se cree que al mover una cosa u otra no pasará nada. El río quiere siempre 
volver a su cauce natural”, 


La zona del bajo Ucayali es el área con mayor producción pesquera en la Amazonía, lo que 
podría afectar de manera grave la economía regional y la alimentación de la población. Esto 
corresponde al tercer tramo del proyecto de la Hidrovía Amazónica” y ””. 


En el río Ucayali, en el tramo donde se ubican los malos pasos”, se han identificado hasta 190 
zonas de pesca, y en el bajo Ucayali una sola expedición de estudio de la diversidad de peces ha 
registrado hasta 154 especies, indicando una alta diversidad. Otras dos expediciones de campo 
cortas realizadas cerca de los poblados de Contamana y Requena, en el río Ucayali, registraron 


34 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, p. 4, Lima, 2019. 

35 Abad, citado por López Tarabochia, M. “Siete claves para conocer el proyecto de la Hidrovía Amazónica”, 
Mongabay. agosto 2017. Recuperado de https: //es.mongabay.com/2017/08 /peru-amazonia-claves-proyecto- 
hidrovia-amazonica/ 


36 Ibidem. 
37 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, pp. 7-8, Lima, 2019. 
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la presencia de 154 y 102 especies de peces respectivamente. Estos valores representan entre el 
10 % y el 14 % de todas las especies de peces reportadas para el Perú* y >. 


Los llamados “malos pasos” son resultado del transporte de los sedimentos que los forman y 


tienen un impacto directo en la morfología del río y en la creación de diferentes tipos de hábitats 
240 


” cs 


como “cochas”, “playas” y “restingas 
6. Caracterización socioeconómica 


El megaproyecto atraviesa por lo menos 410 comunidades nativas pertenecientes a 14 pueblos 
indígenas de Loreto y Ucayali: achuar, ashaninka, awajún, bora, capanahua, kichwa, kukama- 
kukamiria, murui-muinani, shawi, shipibo-konibo, tikuna, urarina, yagua y yine. De las 424 
comunidades que participaron en el proceso de consulta previa, el EIA-d solo consideró a 24 en 
el área de influencia directa y 178 en el área de influencia indirecta del proyecto. El Ministerio 
de Cultura (Mincul) solicitó incluir en el área de influencia directa a los pueblos indígenas que 
hagan uso o ejerzan sus derechos colectivos en ella, así sus territorios no estén superpuestos o 
colindantes a ella. La institución también pidió que se expliquen las razones por las cuales el 
área de influencia social directa no incluía a los 14 pueblos que participaron en la consulta 
previa, debido a que el ELA-d describió solo a 9 pueblos indígenas”, 


La población de las comunidades ribereñas tanto del Marañón como del Ucayali, 
particularmente las poblaciones indígenas, dependen en un 70 % de la proteína provista por las 
planicies inundables. Durante la inundación, la caza abunda en las áreas más altas de la planicie 
inundable (“restingas”) donde se refugian los animales, así como el acceso a zonas para 
cosechar “aguaje” y otros productos forestales*?, que no son accesibles durante la vaciante o 
sequía* y Y, 


7. Los potenciales impactos del proyecto Hidrovía Amazónica sobre el ecosistema y 
los pueblos indígenas 


Las especies hidrobiológicas, especialmente los peces, moldean y adaptan sus comportamientos 
reproductivos y de alimentación a los pulsos estacionales del flujo natural de aguas y 
sedimentos. El dragado alterará los hábitats y patrones de alimentación y reproducción de estas 
especies, lo que tendrá consecuencias económicas y ecológicas; sin embargo, el proyecto 
Hidrovía Amazónica no es capaz de dimensionarlos y proponer medidas como parte de un plan 
de mitigación de impactos para reducir los impactos nocivos sobre la seguridad alimentaria de la 
población de Loreto*. El Ministerio de Transportes y Comunicaciones observó que el EIA 
presentado por COHIDRO no precisa volúmenes de dragado estimados ni la fuente de la 
información (Observación 3.3.5.16). De otro lado, también se observó la ausencia de 
identificación de especies durante el mijano y la descripción técnica del sistema de alerta 


38 Ortega, H. et al. Lista anotada de los peces de aguas continentales del Perú: Estado actual del conocimiento, 
distribución, usos y aspectos de conservación, 2012. 

39 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, p. 7, Lima, 2019. 

40 Ibidem, pp. 3-4. 

41 Servindi. “Hidrovía: el megaproyecto que ignora la cosmovisión indígena”, 23 de octubre, 2020. Recuperado 
de https: / /www.servindi.org/actualidad-informe-especial/23/10/2020/hidrovia-el-megaproyecto-que- 
desconoce-la-cosmovision 

42 Kvist, L. P. €. Nebel, G. “A review of Peruvian flood plain forests: Ecosystems, inhabitants and resource use. 
For. Ecol. Manag. 150, pp. 3-26, 2001. 

43 Coomes, O. T., Takasaki, Y., Abizaid, C. €: Barham, B. L. “Floodplain fisheries as natural insurance for the rural 
poor in tropical forest environments: evidence from Amazonia”. Fish. Manag. Ecol. 17, pp. 513-521, 2010. 

44 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, Lima, p. 3, 2019. 

45 Ibidem, p. 2. 
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temprana frente al mijano (Observación 3.3.6.5); identificar las quirumas y no impactar las 
asentadas en las riberas (Observación 3.3.6.6) (MTC 2019, 9). 


El EIA-d del proyecto planteó que el volumen total del “dragado de mantenimiento” anual sería 
del orden del 60 % del volumen total del dragado de apertura y, por lo tanto, no generaría 
grandes impactos. La comparación de los volúmenes estimados de dragado de apertura y de 
mantenimiento por cada sitio a dragar, así como su diferencia porcentual. Estos datos sugieren 
que las diferencias entre ambos dragados son mínimas (WCS 2019, 4). 


El proyecto Hidrovía puede tener serios impactos sobre la pesca. Se propone dragar varios 
meses al año entre 13 y 20 malos pasos, removiendo del cauce del río volúmenes 
indeterminados de sedimentos. El estudio no dice dónde se van a verter los miles de metros 
cúbicos de sedimentos dragados por día. Lo único que se define es que será reubicado a no más 
de cuatro kilómetros de distancia. 


PERIODO DE OPERACIÓN ANUAL DE LAS DRAGAS 


Dragado de apertura 
e e 
E er Huallaga | A” 
Canal de 
Iq al 
2. Ucayali | ali 
año 
Marañón 


Dragado de mantenimiento 








Meses en los que se puede dragar 
Meses en los que va a dragar el 
royecto 


Elaboración propia 
Fuente: COHIDRO 
Estos impactos, en algunos casos cuatro meses al año, afectarán a unas 50 especies de alto 
consumo para la población local. El Plan de Manejo Ambiental no propone medidas de 








46 Ministerio de Transportes y Comunicaciones. Oficio N.* 1810-2019-MTC/16, Dirección General de Asuntos 
Ambientales, 2019. 
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mitigación para esas especies ni para compensar el daño sobre la población y su reducción en su 
acceso a estas especies. La propuesta de poner vigilantes comunitarios para que avisen a qué 
hora está llegando el mijano y se detenga el dragado, no tiene practicidad, ni garantía de 
efectividad. Se tendría que monitorear 24 horas al día y aun así no hay garantía de que la 
capacidad de respuesta pueda ser lo suficientemente rápida para producir resultados relevantes. 
Los efectos sobre la calidad del agua superficial se califican de manera uniforme como 
“moderado” (significancia -37 y -49). Lo mismo ocurre con la valoración de los efectos del 
dragado y los vertimientos tanto y durante la construcción como durante la operación. 
Amazonas -56 construcción y operación. Sin embargo, existen muchas condiciones variables. 
¿Entonces cómo se ha llegado a dicho valor casi uniforme?” 


Lu* señala que los impactos del dragado de mantenimiento sobre la biota acuática están sobre 
simplificados, no considera los impactos acumulativos, ni los efectos sinérgicos. Tampoco 
considera los efectos ecosistémicos y, finalmente, no presenta el sustento de los juicios de valor 
en las matrices sobre la dimensión de este. 


En materia del análisis de los impactos sociales causados por el dragado de mantenimiento, no 

considera los posibles distintos escenarios, por ejemplo, causados por los cambios naturales en 

el curso de los ríos. El ELA-d no presenta detalle sobre el sustento de los juicios de valor en las 
acH 

matrices”. 


No hay análisis y prospección sobre el impacto del proyecto sobre el empleo local y el 
comercio, aun cuando una de las fundamentaciones es que el proyecto contribuye a mejorar la 
capacidad de transporte de personal y productos”. 


Las pocas referencias que contiene el EIA se refieren a la contratación de 13 operadores 
limnimétricos, 8 operadores de servicio socioambiental, 8 personas para función administrativa 
y de oficina, 10 operarios de obra. En total, se prevé la contratación de 39 personas de 164 
empleados durante los 20 años de operación del proyecto. Luego no hay proyecciones de cómo 
el proyecto beneficiaría económicamente al ciudadano promedio”. 


En relación con los impactos sobre la salud y la seguridad alimentaria, los efectos del proyecto 
en cuanto a alimentación han sido calificados de cero o no se han incluido valores. A pesar de 
las generalizaciones que presenta el estudio, aun así, se identifica que los efectos más 
significativos se han calificado en la biota acuática. Tampoco se han evaluado los efectos del 
dragado y el vertimiento de sedimentos dragados sobre la calidad de agua y sus consecuencias 
sobre la población local y el uso que esta hace de los recursos naturales y el ecosistema 
ribereño. No se evalúan las alteraciones en la velocidad del flujo de agua en determinadas 
zonas. No se evalúan las pérdidas económicas que causarán las actividades de dragado y 
vertimiento sobre las poblaciones de peces. Tampoco se evalúan los posibles efectos en la salud 
de la remoción de sedimentos contaminados (arsénico, bacterias, etc.) como parte del material 
dragado y vertido. Típicamente, la remoción de este material aumenta la demanda por 
oxígeno”. 


Lu* (2019, 42) cuestiona los costos estimados en la Estrategia de Manejo Ambiental. Esta solo 
contempla entre S/ 38 mil y S/ 62 mil (USD 11.5 mil y USD 18.8 mil anual respectivamente) 
para el plan de manejo ambiental que solo comprende un programa de protección de recursos 
hidrobiológicos. Equivale a entre USD 950 y USD 1560 mensual durante el proyecto. Gran 


47 Lu, M. Proyecto Hidrovía Amazónica. Alianza Mundial de Derecho Ambiental (ELAW), PPT, 2019. 
48 Ibidem. 
49 Ibidem. 
50 Ibidem. 
51 Ibidem. 
52 Ibidem. 
53 Ibidem. 
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énfasis en monitoreo socioambiental y manejo de asuntos sociales. La Estrategia de Manejo 
Ambiental no ha presupuestado medidas de prevención de la contaminación, efectos 
fluviomorfológicos, protección de la salud de la población, medidas compensatorias para la 
pérdida de calidad de agua, control y manejo de erosión, entre otros. El presupuesto de la 
Estrategia de Manejo Ambiental fue calculado en base a 13 malos pasos, sin embargo, los 
costos pueden aumentar sustancialmente en caso de aumentar el número de malos pasos, como 
se ha planteado a 20. 


El EIA propone dragar y luego depositar a unos kilómetros el sedimento. Estos sedimentos 
dragados y depositados crearán nuevos malos pasos, afectando la turbidez del río y 
reduciendo la disponibilidad de oxígeno en la columna de agua. En el Huallaga, un corte o 
cierre de un meandro se puede producir en meses. Al cambiar la dinámica del río que ocurre en 
tres meses, se puede afectar una parte mayor del río. 


“no se ha identificado información específica ni conexa donde se pueda alcanzar por lo 
menos la relación entre una evaluación y la selección de la alternativa única para la 
actividad de dragado y la disposición final del producto sedimentario. Esta es una 
omisión crítica del ElAd del proyecto. La evaluación ambiental de las diferentes 
alternativas para el dragado y disposición de material es fundamental para poder 
tomar las mejores decisiones, con los menores riesgos ambientales ”**. 


Abad señala que cuando se draga el río, además de arena, se extrae sedimentos que 
contienen sustancias y organismos vitales: “Los bancos de arena que son como playas o 
islotes en los ríos amazónicos no son solo obstáculos, contienen las larvas de peces migratorios 
como los bagres. Al extraerlos se afecta este “nido” y podría disminuirse la población de peces 


adultos en el futuro”. 


Hay necesidades de información que no se resuelven en la relación concedente a favor del 
concesionario, como el caso del impacto de la hidrovía sobre el mijano, las diferencias entre 
especies en el patrón y momento de migración, sus áreas de reposo y desove y el cambio de 
las características hidrológicas que van cambiando a lo largo del tiempo. Todo esto genera 
impactos negativos para los pobladores ribereños y urbanos que se alimentan de los recursos 
hidrobiológicos del río”, 


Los valores colocados en el EDI y EIA, extrapolando valores de otros lugares, son erróneos. 
Perú no tiene datos de generación de sedimentos en el Amazonas. No se puede poner números 
al volumen de dragado sin conocer el río y sin haber hecho monitoreo previo. Se requiere medir, 
estudiar, entender para ver si el volumen de dragado realmente es el apropiado. Se requiere 
comprender la dinámica del agua estudiando la morfología del cauce y la morfología del 
hábitat”. 


Los estudios parciales de secciones de un río o de periodos del año obtienen datos parciales que, 
si bien reflejan parte de la realidad, no son el todo y dicen poco sobre el comportamiento del río, 
por esto producen resultados poco relevantes para el mediano y largo plazo*, 


54 WCS. “La Hidrovía Amazónica y sus impactos en la pesca”, Documento Técnico 12, Lima, p. 9, 2019. 

55 López Tarabochia, M. “Siete claves para conocer el proyecto de la Hidrovía Amazónica”, en Mongabay, 7 de 
agosto, 2017. Recuperado de https://es.mongabay.com/2017/08/peru-amazonia-claves-proyecto-hidrovia- 
amazonica/ 

56 Rojas. “Comentarios”. Conferencia Hidrovías en Sudamérica, organizado por UTEC, 11 de noviembre, 2020. 
57 Abad, J. “La Hidrovía Amazónica”. Conferencia Hidrovías en Sudamérica, organizado por UTEC, 11 de 
noviembre, 2020. 

58 Restrepo, J. La Hidrovía Magdalena. Conferencia Hidrovías en Sudamérica, organizado por UTEC, 11 de 
noviembre, 2020. 
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Se necesita un equilibrio frente a la corrupción, pues el beneficio económico está en la 
corrupción asociada a autorizar y modificar los volúmenes del dragado permanente. El dragado 
es un elemento crítico, pues todo proyecto propone un dragado mínimo ficticio que más bien 
abre la puerta a futuras e innumerables adendas al contrato incluyendo la elevación del monto 
contratado. De esta manera, el negocio per se es dragar eternamente. Se hace un diseño inicial, 
crean la ficción de que se va a crear una hidrovía fija, cuando en realidad los ríos danzan como 
el Amazonas, debido a su característica de meándricos””. 


La falta de un modelo hidrodinámico de los ríos amazónicos que se pretende intervenir indica el 
desconocimiento del proponente de la morfología y del comportamiento de los cuerpos de agua. 
No se analiza la transferencia de los impactos aguas abajo. Así se dan una serie de impactos 
hidrofísicos y ecológicos y sobre la vocación de desarrollo de estas áreas. No se analiza y 
dimensiona el riesgo de inundaciones en diferentes ciudades o comunidades nativas de la 
Amazonía, además del efecto en la población de peces. Por esto, no es posible vaticinar la 
cantidad de metros cúbicos a dragar. Menos si no se tiene información del volumen total de 
sedimentos, ni registros históricos de condiciones climáticas. 


Lu” refiere en torno al análisis de impactos sobre el medio físico que causará el dragado de 
apertura y del dragado de vertimiento. Señala que los efectos en la calidad del agua superficial 
se han calificado de manera uniforme como “moderado” (significancia -37 y -49 de manera 
idéntica para dragado y vertimiento), muchas veces tanto en construcción como en operación. 
Amazonas -36 construcción y operación. Esta valoración no deja en claro cómo aborda y evalúa 
la existencia de condiciones variables, tampoco explica la metodología de cómo se ha llegado al 
valor. Señala que la Estrategia de Manejo Ambiental del dragado y del vertimiento se limita al 
monitoreo de la pluma de sedimentos durante el vertimiento, pero no especifica cuánto tiempo 
después del vertimiento durará el monitoreo. Solo en el caso de Iquitos, se monitorearía durante 
el periodo de actividades. 


En cuanto al ruido ambiental, el Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto Hidrovía 
Amazónica en su capítulo 11, páginas 47 y 48, usó como referencia los Estándares de Calidad 
Ambiental de ruido para zonas urbanas, pero en este caso se trata de zonas rurales en la 
Amazonia, es decir, donde el ruido tiene una capacidad de impactar a mayores distancias, 
debido a la ausencia de otras fuentes de ruido y la baja densidad poblacional. Por tanto, la 
indicación del estudio de que el ruido aumentará aproximadamente 2 decibeles no tiene sustento 
alguno. El estudio tampoco evalúa los efectos del ruido en las especies silvestres, peces y 
población local. Estas son otras graves deficiencias”, 


En cuando a la afectación de la calidad de agua por los vertimientos, el estudio señala que “la 
draga T'HSD realizará la descarga con la velocidad mínima posible dentro de los rangos de 
eficiencia del equipo que permitan cumplir rendimientos establecidos. Las compuertas de fono 
permiten el control de apertura, se regulará de tal manera que cause la menor dispersión de 
sedimentos”. De otro lado, “la draga CSD, realizará la descarga de material a través de tuberías 
a velocidades mínimas dentro de los rangos permisibles de eficiencia del equipo que permitan 
cumplir con los rendimientos establecidos. Se respetará la distancia máxima de la pluma de 
dispersión de sedimento”. Estas afirmaciones son indeterminadas, por tanto, no son medibles, ni 
establecen ningún compromiso verificable*, 


59 Latrubesse, E. Hidrovía Araguaia Tocantins. Conferencia Hidrovías en Sudamérica, organizado por UTEC, 11 
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En cuanto a la calidad de los sedimentos fluviales, el estudio, igual que en el caso del agua, 
propone 44 estaciones de monitoreo, las cuales pueden cambiar de número y ubicación. El 
monitoreo se realizaría una sola vez (después del dragado y vertimiento sin especificar criterios 
para determinar el momento)”. 


Los ríos Ucayali, Huallaga, Marañón y Amazonas se comportan de manera diferente, por lo que 
se espera que respondan diferente a las obras que se van a ejecutar. Esto traería un cambio de 
hábitat de peces y un cambio también en actividades económicas como la agricultura de la 
población”. 


El Ministerio de Transportes y Comunicaciones observó que el EIA debía realizar un análisis 
comparativo de la turbidez con y sin el proyecto (Obv. 3.3.5.1); presentar un resumen 
comparativo del modelamiento de dispersión de sedimentos en los malos pasos identificados 
(Obv. 3.3.5.2) para determinar la significancia de los impactos ambientales (Obv. 3.3.8.2); 
cuantificar los posibles daños, su impacto en el bienestar y posibles pérdidas (Obv. 3.3.8.3); 
determinar el costo de medidas de manejo ambiental, mitigación, rehabilitación (Obv. 3.3.8.4); 
describir las especies de importancia pesquera y revisar los posibles impactos sobre estos (Obv. 
3.3.8.7); evaluar el impacto de tránsito de embarcaciones (Obv. 3.3.8.9); identificar actividades 
que generan impacto ambiental a todo lo largo de la vida del proyecto (Obv. 3.3.8.10); que la 
estrategia de manejo ambiental tenga el mínimo requerido en los términos de referencia; incluir 
medidas de protección de la fauna acuática durante la construcción, operación y mantenimiento 
(Obv. 3.3.9.17 y 20)*, 


a. El cambio climático 


El EIA-d del proyecto Hidrovía Amazónica no contiene referencias al cambio climático, a su 
impacto sobre los ríos y especies hidrobiológicas concernidas, ni hace una prognosis de 
escenarios a futuro con o sin la presencia de la obra propuesta. 


Por ejemplo, los ciclos hidrológicos en el Amazonas peruano muestran una significativa 
disminución de lluvias y de caudales de estiaje, trayendo severas sequías, como las de 19953, 
1998, 2005 y 2010. El aumento de la frecuencia de las sequias está relacionada con el 
calentamiento del Atlántico Tropical Norte desde los años 1970. El caudal más bajo fue 
observado en setiembre de 2010 (8300 m3/s) en la estación hidrométrica de Tamshiyacu, una 
rápida transición hacia uno de los caudales más altos fue observada en abril de 2011 (45000 
m3/s). Se han dado caudales muy altos con mayor frecuencia durante los últimos años. En el 
2012, se registró el caudal más elevado desde 1970, relacionado con el evento La Niña 2011-12. 
En abril de 2012, durante el siguiente periodo de aguas altas, el río Amazonas experimentó su 
caudal histórico más elevado (55400 m3/s). 


Para la mitad del siglo 21, se calcula un aumento de 7 % de los caudales de crecida, lo que 
significa eventos extremos aún mayores que los actuales e inundaciones más amplias. Los 
impactos sociales de estos eventos hidrológicos extremos pueden afectar la salud, el transporte 
de mercaderías, los incendios forestales y la gestión de los recursos naturales. Algunas 
simulaciones hidrológicas muestran que los caudales máximos y medios podrían incrementarse 


64 Ibidem. 

65 ATDESEP. “Comunidades indígenas cuestionan Hidrovía Amazónica por riesgos ambientales”, 15 de agosto, 
2018. Recuperado de http://www.aidesep.org.pe/index.php /noticias/comunidades-indigenas-cuestionan- 
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en el futuro, con caudales de inundación más elevados que en el presente. Dado este panorama, 
resulta importante cuantificar dichos impactos y establecer políticas para la previsión de los 
eventos hidrológicos extremos presentes y desenrollar análisis de vulnerabilidad y de 
adaptabilidad de las personas y de sus actividades a los cambios futuros”. 


Los impactos sociales de estos eventos hidrológicos extremos pueden afectar la salud, el 
transporte de mercaderías, los incendios forestales y la gestión de los recursos naturales. 
Algunas simulaciones hidrológicas muestran que los caudales máximos y medios podrían 
incrementarse en el futuro, con caudales de inundación más elevados que en el presente *, Dado 
este panorama, resulta importante cuantificar dichos impactos y establecer políticas para la 
previsión de los eventos hidrológicos extremos presentes y desenrollar análisis de 
vulnerabilidad y de adaptabilidad de las personas y de sus actividades a los cambios futuros”. 


La cuenca amazónica tiene un papel muy importante en el cambio climático global, como gran 
reserva de agua y de carbono. Los cambios en los ecosistemas amazónicos pueden afectar el 
clima global. La mayor incertidumbre es cuáles serán los impactos regionales del clima en el 
futuro. Los datos disponibles parecen indicar un aumento en la intensidad de las lluvias en los 
continentes, es decir, mayor amplitud de las descargas y de la ocurrencia de eventos extremos, 
con consecuencias directas sobre la sedimentación y las tasas de acumulación de carbono en los 


lagos de inundación”. 


La sedimentación, así como la acumulación de carbono en los lagos de inundación de la 
Amazonía, depende también del tipo de agua de los lagos y del tipo de conexión que tienen con 
los ríos. Los lagos de aguas negras son muy influenciados por los aportes de su cuenca de 
drenaje y van a tener tasas de sedimentación más bajas a pesar de presentar altas 
concentraciones de carbono en los sedimentos. Esto explica una tasa relativamente baja de 
acumulación de carbono (promedio de 10 g de carbono/m2/año), como es el caso del lago 
Quistococha, cerca de la ciudad de Iquitos. En el caso de los lagos más influenciados por el río, 
las tasas de sedimentación mayores de hasta algunos centímetros por año serán caracterizadas 
por una tasa de acumulación de carbono mayor (pudiendo alcanzar hasta 100 g de 
carbono/m2/año), a pesar de las bajas concentraciones de este. Esta reserva de carbono aún no 
se ha cuantificado en la Amazonía y muchas incertidumbres persisten en cuanto a su 
importancia para el ciclo regional y global del carbono. 


Datos recientes muestran que eventos hidrológicos extremos han sido más importantes en el 
pasado y fueron responsables de acumulaciones nunca observadas de sedimento y de carbono en 
los lagos. Por lo tanto, es necesario estudiar la variabilidad climática e hidrológica actual y 
pasada (paleoclima y paleohidrología) para comprender mejor los principales factores 
responsables de los eventos climáticos extremos que ocurrieron en el pasado, que ocurren en el 
presente y que podrán ocurrir en el futuro”. 


La Amazonía es el sistema de agua dulce más biodiverso del planeta, con el 15 % de todos los 
peces de agua dulce descritos en el mundo. Los principales factores de degradación de los 
ecosistemas de agua dulce son la rápida expansión de las infraestructuras y el incremento de las 
actividades económicas. Estas perturbaciones provocan importantes efectos negativos en las 


67 Espinoza et al. 2014, “Eventos hidrológicos extremos en la cuenca amazónica peruana: presente y futuro”, en 
González Molina, S. y Vacher J. J. (coordinadores), El Perú frente al Cambio Climático. Resultados de 
investigación franco-peruanas, Lima, MINAM, IRD, p. 48, 2014. 

68 Ibidem, pp. 47-55. 

69 Ibidem, p. 48. 

70 Moreira Turcq P. et al. “Impacto del cambio climático en la sedimentación y en la acumulación de carbono en 
los lagos de la Amazonía peruana”, en González Molina, S. y Vacher J. J. (coordinadores), El Perú frente al 
Cambio Climático. Resultados de investigación franco-peruanas, Lima, pp. 82-83, 2014. 

71 Ibidem. 
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comunidades de peces y podrían verse amplificados por los impactos del cambio climático”. 
Las pérdidas de hábitat originados por el cambio climático no deberían tener efectos sobre las 
tasas de extinción de las especies. Sin embargo, el estrés térmico y la limitación de oxígeno 
podrían provocar extinciones locales de ciertas especies y producir cambios progresivos en la 
estructura y composición de las comunidades actuales de peces. Las especies tolerantes al 
aumento de temperatura, como el paiche, se expandirán mientras que las especies sensibles a 
este aumento se reducirán. Las acciones de conservación deben enfocarse en la reducción de los 
efectos de las amenazas antropogénicas en curso”. 


Por ejemplo, las poblaciones de calmán blanco han mostrado signos de impacto de los cambios 
en el nivel del agua durante la sequía. Sin embargo, las otras especies de caimán no mostraron 
impactos. Los recursos alimenticios de los caimanes son muy variados, en el estadio de adultos, 
incluyen a los insectos, peces, mamíferos, reptiles y aves. Los caimanes usan los hábitats 
acuáticos y terrestres y pueden cambiar de hábitats durante las variaciones en el nivel de aguas 
extremas. En consecuencia, los indígenas cocama de la Reserva Nacional Pacaya Samiria están 
siendo afectados por las mayores variaciones en el nivel de agua. La caza de animales silvestres 
ha disminuido sustancialmente con la disminución poblacional de ungulados y roedores, y se ha 
vuelto menos sostenible. Ahora, dependen más de la pesca durante la creciente que de la caza. 
Sin embargo, los peces se vuelven dispersos en los bosques durante las inundaciones y son más 
difíciles de capturar que en la época de vaciante, cuando están restringidos a lagos, canales y 
ríos. En la sequía, los peces son escasos, así en el 2011, el tamaño de muchas especies comunes 
fue más pequeña; en consecuencia, la gente tenía que capturar más pescado para el mismo nivel 
de proteína”. 


$. El proyecto Hidrovía tiene un impacto en la cosmovisión del pueblo shipibo 


El Ministerio de Cultura ha reconocido en un informe técnico la especial relación que existe 
entre los ríos y los pueblos indígenas. En efecto, en el año 2015, el Ministerio Cultura, más 
concretamente el Viceministerio de Interculturalidad, elaboró el informe “El río y los pueblos 
indígenas. La relación entre el río y los pueblos indígenas del ámbito del proyecto Hidrovia”. 
Como su informe lo dice, buscaba investigar la relación espiritual entre los pueblos indígenas y 
los ríos. Este informe se realizó en el marco del proceso de consulta previa del proyecto 
Hidrovía de los principales ríos amazónicos, como dice el informe en su parte introductoria: 


“En las páginas a continuación, se presenta la información sistematizada, con la 

finalidad de dar cuenta de la relación que existe entre las poblaciones indígenas del 
ámbito del proyecto Hidrovía Amazónica, y el río; profundizando en su cosmovisión, en 
el valor del río, identificando los usos que se le da, e identificando lugares específicos 
que tienen significancia. Esta información busca contribuir a un mejor entendimiento y 
relacionamiento entre la entidad promotora y los pueblos indígenas consultados ”. 


Este informe, en relación con la especial relación que existe entre los pueblos indígenas y sus 
ríos, precisa: 


“En la cosmovisión de los pueblos indigenas de la región amazónica, el río forma parte 
integral de su territorio y lleva consigo un firme valor cultural que se expresa en cómo 
este es utilizado por ellos, y en la relación espiritual, social, económica y ecológica que 
entre los pueblos y el río se establece”. 


72 Oberdorff T. et al. “Peces amazónicos y cambio climático”, en González Molina, S. y Vacher ]. J. 
(coordinadores), El Perú frente al Cambio Climático. Resultados de investigación franco-peruanas, Lima, MINAM, 
IRD, 2014. 

73 Ibidem. 

74 Bodmer, R. E.; Tula G. Fang, Pablo E. Puertas, Miguel Antúnez, Kimberlyn Chota y William E. Bodmer. Cambio 
climático y fauna silvestre en la Amazonía peruana. Impacto de la sequía e inundaciones intensas en la Reserva 
Nacional Pacaya Samiria, p.iv, 2013. 
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“Esto se pone de manifiesto en la cosmovisión indígena que plantea al río como el eje 
del que se desprenden una variedad de mundos, entre los cuales se encuentran espacios 
acuáticos importantes, que contienen a seres poderosos que rigen sobre ellos y dotan el 
río de un nivel de sacralidad”. 


“Entre este panteón de seres sagrados, existen quienes proporcionan puntos de 
referencia que ordenan, organizan y guían el uso del espacio y los recursos. Es de 
acuerdo con cómo se comporta uno —si cumple o no las normas de convivencia social, 
que se determina la relación que se tiene con ellos, la cual podrá o no ser armoniosa”. 


“Esto resulta significativo pues ellos tienen la capacidad de generar cambios, tanto 
positivos como negativos, en la naturaleza, el clima, los ecosistemas, y la salud de las 
personas. Es así que la abundancia de recursos no depende solamente de 
características geográficas o naturales ni de condiciones climáticas, sino también de 
estas fuerzas vitales asociadas a ellas, y de la voluntad que ellas disponen. De acá se 
desprende la preocupación por respetarlos y velar por sus intereses y por la protección 
de su hábitat”. 


Dos cosas queremos destacar, se reconoce, además del valor cultural de estas cosmovisiones, el 
carácter sagrado de los ríos para los pueblos indígenas. Sobre la base de estas conclusiones, el 
informe recomienda incorporar los conocimientos de los pueblos indígenas sobre sus ríos a 
través de mecanismos de participación en los siguientes términos: 


“Para comprender la relación de los pueblos indígenas del ámbito del proyecto con el 
río, es necesaria una mirada integral que combine el análisis de los usos prácticos que 
se le da, con la comprensión de la cosmovisión de dichos pueblos”. 


«6 e Y 

A su vez, debe tenerse presente que algunos pueblos consideran que el río es parte de 
sus territorios, encontrándose cargado de elementos sobre los que se construye y 
manifiesta su cosmovisión e identidad”. 


“Se recomienda revisar las preocupaciones de estos pueblos y evaluar la posibilidad de 
incorporar el conocimiento de sus aspectos sociales y culturales en el diseño y 
ejecución de los distintos aspectos del proyecto a ser contemplados en el ElA. 
Mecanismos de participación y coordinación con las poblaciones y sus organizaciones 
representativas son elementos sugeridos por las mismas poblaciones, como acciones 
que recogerían aportes y sugerencias que reducirían los impactos negativos (sociales, 
culturales y ecológicos) teniendo el potencial de incorporar acciones beneficiosas para 
ellos”. 


Hay significativa bibliografía sobre la cosmovisión de las comunidades nativas localizadas 
dentro del área de influencia del referido proyecto. Este enfoque evidencia cómo el río ocupa un 
lugar central no solamente como recurso natural y ambiental, sino también como lugar 
trascendental en donde habitan diversos seres espirituales con los cuales muchos de estos 
pueblos construyen complejas interrelaciones, abriéndose así espacios de socialización e 
inclusión que sobrepasan dicotomías clásicas que tienden a separar la naturaleza y la cultura. 


IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
Existen un conjunto de reglas jurídicas de cumplimiento obligatorio establecidas en la 


Constitución peruana así como en las normas internacionales como el Protocolo de San 
Salvador y el Convenio 169 de la OIT y en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
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Derechos Humanos en cuanto principios generales del derecho internacional”, específicamente 
sobre Estudios de Impacto Ambiental cuando afectan a pueblos indígenas, que sistemáticamente 
vienen siendo desconocidas e incumplidas en el Perú. 


A. SOBRE LA OBLIGACIÓN DEL ESTADO DE PROTEGER EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A UN MEDIO AMBIENTE EQUILIBRADO Y ADECUADO 


1. El contenido constitucional del derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado y 
adecuado 


El contenido del derecho fundamental a un medio ambiente equilibrado y adecuado para el 
desarrollo de la persona, está determinado por los siguientes elementos: 1) el derecho a gozar de 
ese medio ambiente y 2) el derecho a que ese medio ambiente, se preserve (STC N.? 3510- 
2003-AA, f.j. 2.d). 


En relación con el primer componente, el TC ha precisado que “el derecho a gozar de un medio 
ambiente equilibrado y adecuado, comporta la facultad de las personas de poder disfrutar de 
un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan de manera natural 
y armónica; y, en el caso de que el hombre intervenga, no debe suponer una alteración 
sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, 
por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo 
de la persona y de su dignidad (artículo 1 de la Constitución). De lo contrario, su goce se vería 
frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido” (3510-2003-AA, f.j. 2.d). 


El segundo componente del contenido constitucional del derecho constitucional a vivir en un 
medio ambiente adecuado y equilibrado, es el derecho a que ese medio ambiente se preserve, lo 
cual trae como correlato la obligación del Estado de proteger en forma efectiva este derecho. 
Para el TC, “El derecho a la preservación de un medio ambiente sano y equilibrado entraña 
obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de mantener los bienes ambientales en las 
condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este Tribunal, tal obligación alcanza 
también a los particulares, y con mayor razón a aquellos cuyas actividades económicas inciden, 
directa o indirectamente, en el medio ambiente” (3510-2003-AA, f.]. 2.d). 


2. La obligación jurídica estatal de proteger el derecho a vivir en un medio ambiente 
adecuado y equilibrado 


El artículo 2 de la Constitución reconoce el derecho de toda persona a “gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”. Asimismo, el Protocolo de San Salvador 
(Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre derechos humanos en materia de 
derechos económicos, sociales y culturales, del cual el Perú es signatario) en su artículo 11 
precisa que “Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con 
servicios públicos básicos”, añadiendo que “Los Estados parte promoverán la protección, 
preservación y mejoramiento del medio ambiente”. 


Asimismo, el artículo 44 de la Constitución hace hincapié en que son deberes del Estado no solo 
“garantizar la plena vigencia de los derechos humanos”, sino “promover el bienestar general 
que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación”. Estas 
normas deben ser interpretadas, en consonancia con el artículo 1 de la Constitución que precisa 
que “La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la 
sociedad y del Estado”. 


75 “Once críticas a la forma cómo el MINEM entiende los EIA en relación con los PPII”, Recuperado de 
http: //www,justiciaviva.org.pe/notihome/notihome01.php?noti=1300 
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La existencia digna de la persona humana exige como presupuesto material necesario, un medio 
natural adecuado al logro del pleno desarrollo como sujeto con una dignidad que es. Como 
precisa el TC, “En el Estado Democrático de derecho de nuestro tiempo ya no solo se trata de 
garantizar la existencia de la persona o cualquiera de los demás derechos que en su condición 
de ser humano le son reconocidos, sino también de protegerla de los ataques al medio ambiente 
en el que esa existencia se desenvuelve, a fin de permitir que su vida se desarrolle en 
condiciones ambientales aceptables” (STC N.” 0964-2002-AA, f.j. 9). 


En relación con la justificación de este derecho, el TC ha optado por “considerar al medio 
ambiente, equilibrado y adecuado, como un componente esencial para el pleno disfrute de otros 
derechos igualmente fundamentales reconocidos por la Norma Suprema y los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos” (STC N.* 0964-2002-AA, f.j. 8). Para este 
Tribunal, en el medio ambiente “se encuentra el conjunto de bases naturales de la vida y su 
calidad, lo que comprende, a su vez, los componentes bióticos, como la flora y la fauna, y los 
abióticos, como el agua, el aire o el subsuelo, los ecosistemas e, incluso, la ecósfera, esto es, la 
suma de todos los ecosistemas, que son las comunidades de especies que forman una red de 
interacciones de orden biológico, físico y químico” (STC N.? 0964-2002-AA, f.j. 8). 


3. Obligación del Estado de tomar decisiones sobre la base de evidencias científicas 


Existen diferentes normas de naturaleza vinculante que exigen y obligan a los Estado a tomar 
decisiones no de forma arbitraria, sino sobre la base de evidencia científica. Esta obligación se 
desprende del derecho de toda persona a gozar de los beneficios del progreso científico. 


Esto resulta pertinente y aplicable en el presente caso, toda vez que el Estado peruano debe 
decidir la ejecución del proyecto Hidrovías, no solo sobre la base de una conveniencia 
económica, sino sobre la base de evidencia acerca de lo impactos de este proyecto, en el medio 
ambiente y en los pueblos indígenas, de tal manera de no poner en peligro su subsistencia. 


Tenemos en primer lugar el artículo 14.1.b del Protocolo de San Salvador, 


“Artículo 14 
Derecho a los Beneficios de la Cultura 
1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a: 


Ml 


b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico”. (Resaltados nuestros) 
También tenemos el artículo XIII de la Declaración Americana de Derechos Humanos: 


Artículo 13 - Derecho a los beneficios de la cultura 

Toda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar 
de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos intelectuales y 
especialmente _de los descubrimientos científicos. Tiene asimismo derecho a la 
protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de los 
inventos, obras literarias, científicas y artísticas de que sea autor.  (Resaltados 
nuestros) 








De igual manera tenemos el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos: 


Artículo 26. Desarrollo Progresivo 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
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Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, 
en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 


Asimismo, tenemos los artículos 38, 47, 48, 51 de la Carta de la OEA. 


Artículo 38 

Los Estados miembros difundirán entre sí los beneficios de la ciencia y de la 
tecnología, 

promoviendo, de acuerdo con los tratados vigentes y leyes nacionales, el intercambio y 
el 


aprovechamiento de los conocimientos científicos y técnicos. 


Artículo 47 

Los Estados miembros darán importancia primordial, dentro de sus planes de 
desarrollo, al estímulo de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura orientadas 
hacia el mejoramiento integral de la persona humana y como fundamento de la 
democracia, la justicia social y el progreso. 


Artículo 48 
Los Estados miembros cooperarán entre sí para satisfacer sus necesidades 
educacionales, promover la investigación científica e impulsar el adelanto tecnológico 
para su desarrollo integral, y se considerarán individual y solidariamente 
comprometidos a preservar y enriquecer el patrimonio cultural de los pueblos 
americanos. 


Artículo 51 

Los Estados miembros fomentarán la ciencia y la tecnología mediante actividades de 
enseñanza, investigación y desarrollo tecnológico y programas de difusión y 
divulgación, estimularán las actividades en el campo de la tecnología con el propósito 
de adecuarla a las necesidades de su desarrollo integral, concertarán eficazmente su 
cooperación en estas materias, y ampliarán sustancialmente el intercambio de 
conocimientos, de acuerdo con los objetivos y leyes nacionales y los tratados vigentes. 


Finalmente, tenemos la Declaración sobre cambio climático y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 8 de octubre de 2018 del Comité DESC: 


1H. Obligaciones de los Estados en materia de derechos humanos 

5. En virtud del Pacto, los Estados partes están obligados a respetar, proteger y hacer 
efectivos todos los derechos humanos para todos. Esa obligación les incumbe no solo 
respecto de sus propias poblaciones, sino también de poblaciones que se encuentran 
fuera de sus territorios, de conformidad con los artículos 55 y 56 de la Carta de las 
Naciones Unidas. Para ello, deben actuar sobre la base de los mejores datos científicos 
de que se disponga y de conformidad con lo establecido en el Pacto. 








6. El Comité ya ha señalado que no prevenir el menoscabo de los derechos humanos 
que previsiblemente causará el cambio climático, o abstenerse de movilizar para tal fin 
el máximo de recursos disponibles, podría constituir una vulneración de esa obligación. 
Las contribuciones determinadas a nivel nacional anunciadas hasta la fecha son 
insuficientes a la luz de lo que los científicos señalan como necesario para evitar los 
efectos más graves del cambio climático. A fin de que los Estados partes actúen de 
conformidad con sus obligaciones en materia de derechos humanos, esas 
contribuciones deberían revisarse para reflejar mejor “la mayor ambición posible” a 
que se hace referencia en el Acuerdo de París (art. 4, párr. 3). Las futuras directrices 
para la aplicación del Acuerdo deberían exigir a los Estados tener en cuenta sus 
obligaciones en materia de derechos humanos en la formulación de sus contribuciones 
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determinadas a nivel nacional. Ello implica actuar de conformidad con los principios 
de sensibilidad a las cuestiones de género, participación, transparencia y rendición de 
cuentas, y partiendo de la base de los conocimientos locales y tradicionales. 








7. Además, los Estados partes deberían adoptar medidas para adaptarse a las 
consecuencias negativas del cambio climático, e incorporar esas medidas en las 
políticas sociales, ambientales y presupuestarias vigentes en el ámbito nacional. Por 
último, como parte de sus obligaciones en materia de asistencia y cooperación 
internacionales para el disfrute de los derechos humanos, los Estados de ingresos altos 
también deberían apoyar los esfuerzos de adaptación, especialmente en los países en 
desarrollo, facilitando la transferencia de tecnologías verdes y contribuyendo al Fondo 
Verde para el Clima. Ello se ajustaría al requisito enunciado en el Pacto de que los 
Estados garanticen el derecho de toda persona a gozar de los beneficios del progreso 
científico, así como al reconocimiento manifestado en el Pacto ante los beneficios que 
se derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones 
internacionales en cuestiones científicas (art. 15, párrs. 1 b) y 4). 





La consecuencia es clara, hay obligación del Estado de tomar en cuenta las evidencias 
científicas sobre los impactos de los proyectos que prevé impulsar. 


4. Las obligaciones que el derecho a vivir en un medio ambiente adecuado y 
equilibrado le impone al Estado 


La obligación del Estado no se materializa en acciones dispersas y aisladas, sino que le impone 
al Estado la obligación de establecer una política nacional en favor del medio ambiente, de 
conformidad con el artículo 67 de la Constitución. Según esta norma, ““El Estado determina la 
política nacional del ambiente. Promueve el uso sostenible de sus recursos naturales”. 


b. Para el TC, “El artículo 67 de la Constitución establece la obligación 
perentoria del Estado de instituir la política nacional del ambiente. Ello 
implica un conjunto de acciones que el Estado se compromete a desarrollar o 
promover, con el fin de preservar y conservar el ambiente frente a las 
actividades humanas que pudieran afectarlo. Esta política nacional —entendida 
como el conjunto de directivas para la acción orgánica del Estado a favor de la 
defensa y conservación del ambiente— debe permitir el desarrollo integral de 
todas las generaciones de peruanos que tienen el derecho de gozar de un 
ambiente adecuado para el bienestar de su existencia” (3510-2003-AA, f.j. 


2.f). 


La obligación de preservar el medio ambiente a cargo del Estado supone dos obligaciones: la 
primera, abstenerse de adoptar acciones que afecten el medio ambiente; la segunda, adoptar 
todas las medidas necesarias para proteger este. En relación con el deber de no atentar contra 
este derecho, el TC precisa que “Así, en su faz reaccional, el Estado asume la obligación de 
abstenerse de realizar cualquier tipo de actos que afecten el medio ambiente equilibrado y 
adecuado para el desarrollo de la vida humana” (0018-2001-AL f.3. 10). Con relación con la 
segunda obligación, tenemos el compromiso estatal de promover y favorecer una real y más 
plena vigencia de este derecho constitucional. En relación con esta última, el TC señala que “En 
su dimensión prestacional, impone al Estado tareas u obligaciones destinadas a conservar el 
ambiente equilibrado, las cuales se traducen, a su vez, en un haz de posibilidades, entre las 
cuales cabe mencionar la de expedir disposiciones legislativas destinadas a que desde diversos 
sectores se promueva la conservación del ambiente. Desde luego, no solo supone tareas de 
conservación, sino también de prevención que se afecte a ese ambiente equilibrado” (STC N.* 
3510-2003-AA/TC, f.j. 2.c). 
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a. La obligación del Estado de implementar una Política Nacional Ambiental y la 
Constitución Ecológica 


No solo se ve afectada la dimensión objetiva del derecho a la salud como ya lo precisamos, sino 
también la dimensión objetiva del derecho fundamental a vivir en un medio ambiente saludable, 
equilibrado y adecuado a la vida. Debemos partir por reconocer la dimensión objetiva del 
derecho constitucional a vivir en un medio ambiente adecuado y equilibrado. En efecto, los 
derechos fundamentales que la Constitución reconoce son efectivamente derechos subjetivos, 
pero “también constituyen manifestación de un orden material y objetivo de valores 
constitucionales en los cuales se sustenta todo el ordenamiento jurídico. Esta última dimensión 
de los derechos fundamentales se traduce, por un lado, en exigir que las leyes se apliquen 
conforme a los derechos fundamentales (efecto de irradiación de los derechos en todos los 
sectores del ordenamiento jurídico) y, por otro, en imponer sobre todos los organismos 
públicos un deber de tutelar dichos derechos” (STC N.* 03343-2007-AA, f.j. 6, resaltado 
nuestro). 


La interpretación de las disposiciones constitucionales debe hacerse en consonancia con la 
denominada por el TC: “Constitución Ecológica” (STC N.” 3610-2008-PA/TC, fundamento 33). 
Así, el artículo 66 de la Constitución establece que los recursos naturales, renovables y no 
renovables, son patrimonio de la nación, y que el Estado es soberano en su aprovechamiento. 
Por su parte, el artículo 67 de la Constitución dispone que el Estado determine la política 
nacional del ambiente y promueve el uso sostenible de los recursos naturales. De otro lado, el 
artículo 68 de la Constitución prescribe: “El Estado está obligado a promover la conservación de 
la diversidad biológica y de las áreas naturales protegidas”; en esa línea, el artículo 69 señala: 
“El Estado promueve el desarrollo sostenible de la Amazonía”. 


De esta dimensión objetiva del derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado y adecuado, se 
deriva “un conjunto de acciones que el Estado se compromete a desarrollar y promover, con el 
fin de preservar y conservar el ambiente frente a las actividades humanas que pudieran 
afectarlo. Esta política nacional debe permitir el desarrollo integral de todas las generaciones 
de peruanos que tienen el derecho de gozar de un ambiente adecuado para el bienestar de su 
existencia” (STC N.” 03343-2007-AA, f.j. 9). 


Según el artículo 9 de la Ley General del Ambiente, Ley N.” 28611, “La Política Nacional del 
Ambiente tiene por objetivo mejorar la calidad de vida de las personas, garantizando la 
existencia de ecosistemas saludables, viables y funcionales en el largo plazo; y el desarrollo 
sostenible del país, mediante la prevención, protección y recuperación del ambiente y sus 
componentes, la conservación y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, de 


una manera responsable y congruente con el respeto de los derechos fundamentales de la 
persona” (03343-2007-AA, f.j. 10, resaltado nuestro). 


Asimismo, debe precisarse que la explotación de los recursos naturales debe estar orientada al 
interés nacional. Como dice el TC, “al ser los recursos naturales, in totum, patrimonio de la 
Nación, su explotación no puede ser separada del interés nacional, por ser una universalidad 
patrimonial reconocida para los peruanos de las generaciones presentes y futuras. En segundo 
lugar, los beneficios derivados de su utilización deben alcanzar a la Nación en su conjunto; por 
ende, se proscribe su exclusivo y particular goce” (STC N.* 03343-2007-AA, f.j. 11). 


El Estado no solo puede violar este derecho por acción, sino fundamentalmente por omisión 
cuando no brinda una adecuada protección de este derecho. Según el TC, “el Estado puede 
afectar el cabal goce y ejercicio de este derecho como consecuencia de decisiones normativas o 
prácticas administrativas que, por acción u omisión, en vez de fomentar la conservación del 
medio ambiente, contribuyen _a su deterioro o reducción, y que, en lugar de auspiciar la 
prevención contra el daño ambiental, descuida y desatiende dicha obligación” (STC N.* 00018- 
2001-AL f.j. 6, resaltado nuestro). 
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Esto no supone rechazar o prohibir la realización de actividades productivas o extractivas, sino 
la obligación estatal de fiscalizar la actividad productiva, para que se desarrolle armonizando el 
desarrollo económico industrial con la conservación del medio ambiente. Como precisa el TC, 
“Ello exige que el Estado —a través de la Administración como gestora pública— asuma el deber 
que le impone la Constitución en su artículo 44, consistente en “promover el bienestar general 
que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación”; para la 
consecución de dicho fin debe emplear todos los medios legítimos y razonables que se 
encuentren a su alcance, limitando, condicionando, regulando, fiscalizando y sancionando las 
actividades de los particulares hasta donde tenga competencias para ello, sea que estas se 
realicen de forma independiente o asociada” (0048-2004-PL f.j. 38). 


b. Necesidad de una protección efectiva y de adoptar las medidas normativas para hacer 
vigente el derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado y adecuado 


La protección del Estado no debe ser formal y retórica sino efectiva y material. Como dice la 
Corte IDH en su jurisprudencia vinculante (Caso Velásquez Rodríguez), el Estado tiene la 
obligación “de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a 
través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean 
capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos [...] y 
procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la 
reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos ” (párrafo 166). 
Añade la Corte IDH que “La obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el 
cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una conducta 
gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos ” (párr. 167)”, 


Esta obligación de protección “efectiva” encuentra también cobertura normativa en la 
obligación de los Estados de remover los obstáculos legales y no legales que impiden el 
ejercicio de los derechos fundamentales, contenida en el artículo 2 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, obligación que ha sido ampliamente desarrollada por la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH)”. El artículo 2, inciso 1, se titula 
“Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno”, y precisa que, “Si en el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las 
medidas legislativas _o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades ” (resaltado nuestro). En este caso, el derecho al medio ambiente está 
reconocido en el artículo 11 del Protocolo de San Salvador. 














Las medidas legislativas podrían comprender la Constitución, las leyes, los actos 
administrativos como normatividad para hacer efectivos los derechos y libertades mencionados 
en el Pacto de San José o en el Pacto de San Salvador. Ese “conjunto normativo es lo que 
denominamos en el presente trabajo derecho interno, el que no excluye la jurisprudencia ni las 
prácticas administrativas judiciales, las que ante la inexistencia de normatividad también 
podrían hacer efectivos los derechos ””*. 


B. SOBRE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRECAUTORIO 


76 Esta jurisprudencia es vinculante de conformidad con el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional (Ley N.* 28237). 

77 Esta jurisprudencia es vinculante de conformidad con el artículo V del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional (Ley N.* 28237). 

78 Ernesto Rey Cantor, Control de convencionalidad de las leyes y derechos humanos, Editorial Porrúa, México, p. 
6, 2008. 
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El principio precautorio es una herramienta potente para defender nuestro derecho a disfrutar de 
un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida y para defender el medio ambiente en 
general. La ventaja de este principio es que no se tiene que probar una grave afectación al medio 
ambiente, sino indicios razonables, de afectación al medio ambiente. Recordemos que en los 
procesos de amparo se utiliza el estándar de prueba plena. Es decir, la afectación al derecho 
debe ser evidente, palmaria. En el caso del principio precautorio, el estándar de prueba es menos 
intenso y riguroso. Solo exige indicios razonables y no prueba plena como lo exige los procesos 
de amparo. 


En realidad, detrás de este principio encontramos del principio pronaturaleza, es decir, en caso 
de duda, debemos interpretar en favor de la protección del ambiente. La duda opera en favor del 
medio ambiente. 


Este principio resulta de suma utilidad en casos donde nos encontramos ante proyectos de gran 
envergadura o megaproyectos extractivos o de infraestructura pública, y donde haya indicios 
razonables para pensar que este proyecto generará graves impactos en el medio ambiente. Este 
principio, por ejemplo, se aplica a casos como el del Proyecto Hidrovía Amazónica. En efecto, 
el Gobierno insiste en impulsar un proyecto cuyos impactos desconoce. Por ello, en aplicación 
del principio precautorio, corresponde suspenderlos mientras se carezca de certeza científica, 
sobre los impactos. A continuación, una explicación del principio precautorio, y su aplicación al 
proyecto Hidrovía Amazónica. 


1. ¿Qué es el principio precautorio? 


El principio precautorio está reconocido en nuestro ordenamiento interno en el artículo 5, literal 
K, de la Ley N.” 28245, Ley del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, promulgada el 4 de 
junio de 2004, así como en el artículo VII del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente, 
(Ley N.* 28611): 


“Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces y eficientes para 
impedir la degradación del ambiente”. 


Para el Tribunal Constitucional es: 
“el principio precautorio o de precaución opera en situaciones donde se presenten 
amenazas de un daño a la salud o al medio ambiente y donde no se tenga certeza 
científica de que dichas amenazas puedan constituir un grave daño” (STC 02002-2006- 
AC, f3. 32). 

En ese sentido, el Estado está en la obligación de: 
“adoptar medidas de cautela ante la amenaza de un daño a la salud o al medio ambiente 
pues la falta de certeza científica sobre sus causas y efectos no es óbice para que se 
adopten las acciones tendentes a tutelar el derecho al medio ambiente y a la salud de las 
personas” (STC. N.* 5387-2008-PA/TC, f. j. 12). 


2. ¿Cuándo se debe aplicar el principio precautorio? 


El Tribunal Constitucional ha establecido el parámetro que debe tomarse en cuenta al momento 
de evaluar la aplicación del principio precautorio: 
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“Al principio precautorio se le pueden reconocer algunos elementos. Entre ellos: a) la 
existencia de una amenaza, un peligro o riesgo de un daño; b) la existencia de una 
incertidumbre científica, por desconocimiento, por no haberse podido establecer 
evidencia convincente sobre la inocuidad del producto o actividad aun cuando las 
relaciones de causa-efecto entre estas y un posible daño no sean absolutas, o incluso 
por una importante controversia en el mundo científico acerca de esos efectos en 
cuestión; y, c) la necesidad de adoptar acciones positivas para que el peligro o daño 
sea prevenido o para la protección del bien jurídico como la salud, el ambiente, la 
ecología, etc. Una característica importante del principio anotado es el de la inversión 
de la carga de la prueba, en virtud de la cual los creadores del producto o los 
promotores de las actividades o procesos puestos en cuestión deben demostrar que 
estos no constituyen un peligro o no dañan la salud o el medioambiente” (STC Exp. N.? 
2005-2009-PA, fd. 49). 


3. Aplicación del principio de precaución desde el derecho internacional 


Para la Corte IDH, “El principio de precaución, en materia ambiental, se refiere a las medidas 
que se deben adoptar en casos donde no existe certeza científica sobre el impacto que pueda 
tener una actividad en el medio ambiente” (OC 023 de 2017, párrafo 175). Para la Corte IDH, 
el enfoque precautorio, que es como lo llama, concreta y materializa el principio de debida 
diligencia estatal, el cual le exige al Estado adoptar todas las medidas para prevenir el daño al 
medio ambiente, como ocurre en el presente caso. Y es que la Corte IDH “ha indicado que el 
enfoque precautorio es parte integral de la obligación general de debida diligencia, la cual 
obliga al estado de origen a tomar todas las medidas apropiadas para prevenir el daño que 
pueda resultar de actividades que realice” (OC 023 del 2017, párrafo 177). 


Para la Corte IDH, esta obligación surge cuando se carece de certeza científica y hay 
“indicadores plausibles de riesgos potenciales”. En palabras de la Corte IDH, “Esta obligación 
aplica en situaciones donde la evidencia científica referente al alcance y potencial impacto 
negativo de la actividad en cuestión sea insuficiente, pero existan indicadores plausibles de los 
riesgos potenciales” (OC 023 del 2017, párrafo 177). 


En esa línea, ante esta falta de certeza científica, surge la obligación del Estado de prevenir este 
potencial daño, de actuar con la debida cautela: “esta Corte entiende que, los Estados deben 
actuar conforme al principio de precaución, a efectos de la protección del derecho a la vida y a 
la integridad personal, en casos donde haya indicadores plausibles que una actividad podría 
acarrear daños graves e irreversibles al medio ambiente, aún en ausencia de certeza científica. 
Por tanto, los Estados deben actuar con la debida cautela para prevenir el posible daño. En 
efecto, en el contexto de la protección de los derechos a la vida y a la integridad personal, la 
Corte considera que los Estados deben actuar conforme al principio de precaución, por lo cual, 
aún en ausencia de certeza científica, deben adoptar las medidas que sean “eficaces” para 
prevenir un daño grave o irreversible” (OC 023 del 2017, párrafo 180). 


Resulta pertinente citar lo señalado por la CIDH en el Informe de la Panamazonia: 


36. De otro lado, los Estados tienen el deber de realizar estudios previos de impacto 
socioambiental (EIA) desde un enfoque de derechos humanos, que debe ser llevado a 
cabo por “entidades independientes y técnicamente capaces, bajo la supervisión del 
Estado”. Su propósito se centra en la preservación, protección y garantía de la especial 
relación de los pueblos indígenas con sus territorios y de su existencia como pueblos. 
De acuerdo con la Opinión Consultiva OC-23/17 de la Corte IDH, las obligaciones del 
Estado respecto a la protección del medio ambiente abarcan el respeto del principio de 
precaución, que comprende las “medidas que se deben adoptar en casos donde no 
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existe certeza científica sobre el impacto que pueda tener una actividad en el medio 
ambiente”. 


37. De este modo, la Corte IDH ha enfatizado que constituye una violación al artículo 
21 de la CADH cuando el Estado no realiza o supervisa un EIA de forma previa al 
otorgamiento de una concesión. Como ha resaltado la CIDH, estos estudios no solo 
deben tomar en cuenta los impactos ambientales sino también sociales. Esto, es de 
especial importancia para los pueblos indígenas, dado que se debe identificar “los 
impactos directos o indirectos sobre las formas de vida de los pueblos indígenas que 
dependen de dichos territorios y de los recursos existentes en ellos para su 
subsistencia”. Por su parte, resulta necesario que se realicen con la participación de 
los pueblos indígenas y, especialmente, respetando sus tradiciones y culturas66. Ello 
con el fin de asegurar que los pueblos “tengan conocimiento de los posibles riesgos, 
incluido los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que acepten el plan de 
desarrollo o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria ””?. 


4. El parámetro probatorio no es prueba evidente sino “indicio razonable” 


En este caso, el estándar de prueba con que se debe analizar, no es el estándar de prueba 
evidente, que siempre se utiliza en todo proceso de amparo, por el contrario, al haberse 
invocado la aplicación del principio precautorio, no se exige plena certeza y convicción, de estar 
ante una violación del derecho al agua potable, o plena convicción de estar ante una amenaza 
cierta e inminente, sino basta con acreditar indicios razonables, es decir, evidencia mínima que 
estamos ante una amenaza que puede generar un daño grave. Y es que el principio precautorio 
es una excepción a la regla de prueba evidente. 


De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, para la aplicación del principio 
precautorio, deberá acreditarse la existencia de indicios razonables, es decir, contar con simples 
conjeturas referidas: a) la probabilidad (alta o baja) de que realmente exista un riesgo contra el 
medio ambiente o a la salud; y b) nivel de gravedad (alta o baja) de ese posible riesgo. Eso se 
desprende de la siguiente jurisprudencia del Tribunal Constitucional: 


"Que este Colegiado ha definido el principio de precaución como aquel que exige 
adoptar medidas de cautela y reserva cuando existe incertidumbre científica e indicios 
de amenaza respecto a la real dimensión de los efectos de las actividades humanas 
sobre el ambiente, siendo un elemento esencial la falta de certeza científica para 
aplicarlo, aun cuando no sea imprescindible demostrar plenamente la gravedad y 
realidad del riesgo sí resulta exigible que haya indicios razonables y suficientes de su 
existencia, justificándose por lo mismo la necesidad de adoptar medidas urgentes, 
proporcionales y razonables” (STC 4954-2007-AA, f.j. 5, resaltado nuestro). 

















De acuerdo con ello, “pese a que no es imprescindible demostrar plenamente la gravedad y 
realidad del riesgo, sí resulta en cambio exigible que haya indicios razonables y suficientes 
[conjeturas] de su existencia para justificar la necesidad de adoptar medidas urgentes, 
proporcionales y razonables” (STC Exp. N.* 6550-2006-PA, fd. 3). 


Ciertamente, no basta acreditar que existe un riesgo, se necesita probar que este riesgo es 
inadmisible e intolerable por el intenso y grave daño que puede ocasionar. Toda actividad 
humana genera riesgo, y no todo riesgo justifica la aplicación del principio precautorio. Una 


79 CIDH, Situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas y tribales de la Panamazonía, 
Washington, 2019 disponible en: 
http: //www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Panamazonia2019.pdf. 
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aplicación de tal naturaleza llevaría virtualmente a la paralización de toda actividad humana, sin 
ningún tipo de discriminación, pues todo genera riesgos. 


Es necesario hacer entonces algunas precisiones. Como dice Raffo Velásquez", “la aplicación 
irreflexiva del principio de precaución puede ser paralizante, prohibiendo tanto la acción y la 
inacción como todos los estadios intermedios orientados a paliar el riesgo. Por ende, una 
aplicación razonable de tal principio debe partir por aceptar que no todo “posible” riesgo se 
puede evitar”*'. En esa línea, precisa Velásquez: 


“De ahí la necesidad de aceptar que (a) demostrar que es probable que realmente 
existe un riesgo contra algún bien jurídico, por sí mismo no justifica la aplicación del 
principio precautorio, pues, p. e., si la probabilidad de generarse daños es de 1 en 
1'000,000, es poco conveniente paralizar actividades económicas invocando el 
principio precautorio para evitar ese riesgo menor. Al respecto, Sunstein (2009: 41) 
nos dice que invertir recursos para evitar peligros sumamente especulativos implica 
una distribución poco inteligente de recursos. “Si tomamos medidas costosas para 
abordar todos los riesgos, por más improbables que sean, pronto nos empobreceremos. 
En ese sentido, el principio de precaución conduciría a un resultado nada prometedor. 
Asimismo, eliminaría las tecnologías y las estrategias que facilitan la vida humana y la 
torna más cómoda, saludable y longeva ”*?. 


Añade Velásquez, con relación a que no basta la existencia de un riesgo: 


“Si manejar automóviles supone un riesgo contra la vida y, a su vez, afecta el 
medioambiente, ¿por qué no se aplica el principio precautorio y se restringe o prohíbe 
tal actividad? Los costos que significarían dejar de realizar esa actividad riesgosa 
superan con creces los daños que con su limitación se quisieran evitar. Por tanto, 
añade el autor citado, que una correcta aplicación del principio precautorio supone un 
análisis costo beneficio de la medida limitadora que se pretenda instaurar ”* (resaltado 


nuestro). 


Ante esta situación, debemos decir que no todo riesgo justifica la aplicación del principio 
precautorio. Se necesita además que este daño sea grave, intenso, inadmisible e intolerable por 
la gran magnitud de este. A juicio de Velásquez: 


“se debe aceptar también que (b) solo los riesgos que pueden generar daños 
inadmisibles justifican la aplicación del principio precautorio; este criterio solo se 
aplicará si se ha superado de manera exitosa el supuesto (a). En efecto, no todos los 
riesgos deben ser pasibles de tutela a través de meras conjeturas, se requiere que estas 
den algunas luces sobre riesgos de significativa magnitud ”** (resaltado nuestro). 





Siguiendo a Raffo Velásquez*, un caso que ilustra esta necesidad de acreditar que estamos ante 
un daño de gran magnitud, es la sentencia recaída en el caso Huayllasco Montalva (STC Exp. 
N.? 3510-2003-AA). Este es un caso, donde unos vecinos presentan una demanda de amparo a 
fin de que cesen las actividades industriales de una empresa ubicada en una zona residencial. En 
el expediente se acreditó que la Planta de la citada empresa generaba emisiones blanquecinas 
que “originan situación de malestar en el entorno vecinal”, así como el uso de “sustancias 


80 Raffo Velásquez, “Las instituciones probatorias en el proceso de amparo”, en La prueba en el proceso 
constitucional, Gaceta Jurídica, Lima, pp. 151-152, 2010. Recuperado de 
https: / /www.academia.edu/26378286/Las instituciones probatorias en el proceso de amparo 

81 Ibidem, p. 152. 

82 Ibidem. 

83 Ibidem. 

84 Ibidem. 

85 Ibidem, p. 153. 
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nocivas, al igual que otras, en el proceso industrial” sin sobrepasar los límites permitidos. Si 
bien el TC reconoció tales hechos, que indudablemente incidían sobre un ambiente equilibrado 
y sano, el TC consideró que no se trataba de hechos de significativa magnitud, desestimando el 
pedido de tutela. 


“Si bien el elemento esencial del principio de precaución es la falta de certeza 
científica para aplicarlo, aun cuando no sea imprescindible demostrar plenamente la 
gravedad y realidad del riesgo, sí resulta exigible que haya indicios razonables y 
suficientes de su existencia y que su entidad justifique la necesidad de adoptar medidas 
urgentes, proporcionales y razonables. No siempre la prohibición absoluta de 
determinada actividad es la única vía para alcanzar determinado grado de protección, 
pues, dependiendo del caso, el mismo puede ser alcanzado, mediante la reducción de la 
exposición al riesgo, con el establecimiento de mayores controles y la imposición de 
ciertas limitaciones ” (STC Exp. N.? 3510-2003-AA, f.j. 4.c, resaltado nuestro). 








En el presente caso, debemos concluir que para la aplicación del principio precautorio en el caso 
del proyecto Hidrovía, no es necesario que se configure una amenaza en los términos propios 
del amparo, es decir, amenaza cierta e inminente, sino que basta que exista una “posibilidad 
medianamente aceptable”*, de peligro significativo contra un bien jurídico, una conjetura de 
que ello se ha configurado, tal como ocurre en el caso concreto del proyecto Hidrovía””. 


Pero, además, como ya vimos, es necesario e indispensable que esta amenaza de daño y 
afectación sea de gran magnitud, de tal modo que esta resulta intolerable e inaceptable por la 
intensidad de esta. En este caso, este peligro consiste en la posibilidad de que la población de 
Ucayali limite significativamente su acceso al agua, situación para la cual no existe plan de 
contingencia. 


5. El Estado tiene la obligación constitucional de conservar el medio ambiente 


Una vez acreditada la existencia de un indicio razonable de posible afectación de derechos 
fundamentales, y demostrado que este daño es de gran magnitud, pues  limitaría 
significativamente la disponibilidad de agua para Ucayali, surge la obligación del Estado de 
conservar el medio ambiente, la misma que se desprende del contenido constitucional del 
derecho fundamental a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida. Nos 
referimos a la faz “reaccional” y “prestacional” del derecho a disfrutar de un medio ambiente 
equilibrado y adecuado a la vida: 


“En su primera manifestación, esto es, el derecho a gozar de un medio ambiente 
equilibrado y adecuado, dicho derecho comporta la facultad de las personas de poder 
disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e interrelacionan 
de manera natural y armónica; y, en el caso en que el hombre intervenga, no debe 
suponer una alteración sustantiva de la interrelación que existe entre los elementos del 
medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute no de cualquier entorno, sino 
únicamente del adecuado para el desarrollo de la persona y de su dignidad (artículo 1 
de la Constitución). De lo contrario, su goce se vería frustrado y el derecho quedaría, 
así, carente de contenido” (STC N.* 0048-2004-PL f.j. 17). 


Añade el TC: 


“Pero también el derecho en análisis se concretiza en el derecho a que el medio 
ambiente se preserve. El derecho a la preservación de un medio ambiente sano y 


86 Ibidem, p. 151. 
87 Ibidem, p. 154. 


7 


equilibrado entraña obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de mantener 
los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. A juicio de este 
Tribunal, tal obligación alcanza también a los particulares, y con mayor razón a 
aquellos cuyas actividades económicas inciden, directa o indirectamente, en el medio 


ambiente” (STC N. 0048-2004-PI, f.j. 17). 


“El derecho al ambiente equilibrado y adecuado participa tanto de las propiedades de 
los derechos reaccionales como de los derechos prestacionales. En su faz reaccional, 
este se traduce en la obligación del Estado de abstenerse de realizar cualquier tipo de 
actos que afecten al medio ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la 
vida humana. En su dimensión prestacional, impone al Estado tareas u obligaciones 
destinadas a conservar el ambiente equilibrado, las cuales se traducen, a su vez, en un 
haz de posibilidades. Desde luego, no solo supone tareas de conservación, sino también 
de prevención de daños de ese ambiente equilibrado. Por la propia naturaleza del 
derecho, dentro de las tareas de prestación que el Estado está llamado a desarrollar, 
especial relevancia tiene la tarea de prevención y, desde luego, la realización de 
acciones destinadas a ese fin. Y es que, si el Estado no puede garantizar a los seres 
humanos que su existencia se desarrolle en un medio ambiente sano, estos sí pueden 
exigir del Estado que adopte todas las medidas necesarias de prevención que lo hagan 
posible. En ese sentido, este Tribunal estima que la protección del medio ambiente sano 
y adecuado no solo es una cuestión de reparación frente a daños ocasionados, sino, y 
de manera especialmente relevante, de prevención de que ellos sucedan” (STC 09340- 
2006-AA, f.j. 2.c). 


Es precisamente esta obligación de conservar el medio ambiente lo que se solicita en la presente 
demanda de amparo contra el Proyecto Hidrovía, lo que se concreta en la paralización de este 
proyecto hasta que se realicen estudios complementarios e independientes sobre sus impactos. 


C. APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRECAUTORIO EN EL CASO DEL 
PROYECTO HIDROVÍA AMAZÓNICA CONCRETA LA PROTECCIÓN AL 
DERECHO FUNDAMENTAL A DISFRUTAR DE UN MEDIO AMBIENTE 
EQUILIBRADO Y ADECUADO A LA VIDA 


1. Sobre el proyecto Hidrovía Amazónica 


El proyecto "Hidrovía Amazónica: Ríos Marañón y Amazonas, tramo Saramiriza — Iquitos — 
Santa Rosa; río Huallaga, tramo Yurimaguas — Confluencia con el río Marañón; río Ucayali, 
tramo Pucallpa — confluencia con el río Marañón" es un proyecto promovido por el gobierno 
peruano, como parte de la cartera de proyectos de la Iniciativa para la Integración de la 
Infraestructura Regional (URSA), que forma parte de la agenda de la Unión Sudamericana de 
Naciones (UNASUR), y que es impulsado por su Consejo Suramericano de Infraestructura y 
Planeamiento (COSIPLAN). 


El Proyecto abarca una red hidroviaria de aproximadamente 2687 km de longitud y se localiza 
en Loreto y Ucayali. Según el contrato de concesión, el Área de Desarrollo de la Concesión es 
el ámbito espacial en el cual se realizarán las actividades correspondientes a los componentes 
“dragado”, “limpieza de troncos”, y “sistema de información para la navegación”, 
comprendiendo el cauce de los ríos que forman parte de la Hidrovía. El proyecto está destinado 
a desarrollar el flujo comercial en el Corredor Interoceánico Norte que integra el puerto de Paita 
con el eje del Amazonas. 


En el 2010, la Dirección General de Transporte Acuático (DGTA) del Ministerio de Transportes 


y Comunicaciones (MTC) elaboró a nivel de factibilidad el Proyecto “Hidrovía Amazónica”, 
el cual luego de obtener viabilidad, se entregó a PROINVERSION para su promoción como 
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concesión a través de la figura de Asociación Público-Privada (APP). En el 2012, las 
organizaciones de los pueblos indígenas demandaron que el proyecto pasara por la consulta 
previa, conforme lo establece el Convenio 169 de la OIT sobre los Derechos de los pueblos 
Indígenas. Para la consulta previa del proyecto, los pueblos indígenas u originarios identificados 
fueron: achuar, ashaninka, awajún, bora, capanahua, kichwa, kukama kukamiria, murui 
muinani, shawi, shipibo-konibo, tikuna, urarina, yagua y yine. Estos pueblos se encuentran 
asentados en las regiones de Loreto y Ucayali. 


Es así como el otorgamiento de la concesión fue postergado hasta la conclusión del proceso de 
consulta previa en el año 2015, que es cuando se reinicia el proceso de promoción y licitación 
de la concesión. En setiembre de 2017, la concesión de dicho proyecto fue otorgada a la 
Concesionaria Hidrovía Amazónica S.A. (COHIDRO), por un periodo de 20 años. 


El 20 de mayo, SENACE admitió a evaluación el Estudio de Impacto Ambiental (EIA) del 
proyecto Hidrovía Amazónica, el mismo que recibió más de 400 observaciones como parte de 
la evaluación del proyecto, que incluye 73 del Servicio Nacional de Certificación Ambiental 
para las Inversiones Sostenibles (SENACEB), 60 de cumplimiento obligatorio de la Autoridad 
Nacional del Agua (ANA) y del Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas (SERNANP) 
y 272 de otras diez instituciones públicas. 


La implementación del proyecto Hidrovía sigue en marcha a pesar de que se carece de certeza 
científica sobre los impactos que este genera, especialmente en relación con los ríos, los 
sedimentos y los procesos ecosistémicos inherentes, que es lo que da vida a los ríos y a las 
comunidades que viven en su entorno. Esta situación de incertidumbre científica resulta 
incompatible con el principio constitucional precautorio. 








2. Aplicación del principio precautorio al caso del proyecto Hidrovía Amazónica. La 
existencia de una incertidumbre científica 


El Estudio de Impacto Ambiental Detallado de la Hidrovía Amazónica utiliza datos no 
concluyentes y sumamente limitados, carece de información científica robusta, sistemática y de 
corte histórico. No se han hecho estudios que analicen con rigurosidad y objetividad las 
interacciones del proyecto con el sedimento de los ríos, el cual no solo fertiliza las orillas de las 
tierras de las comunidades donde luego se hace agricultura, sino que da de comer a una cadena 
trófica de animales y peces que es base fundamental de la alimentación de los pueblos 
indígenas, siendo el principal proveedor de proteína animal para estas poblaciones. No se sabe 
la real afectación a la actividad pesquera, a la disponibilidad de peces para la alimentación. 


Resulta pertinente recordarle a las autoridades del Gobierno, que la CIDH y su REDESCA han 
afirmado que “Es necesario que los Estados basen sus políticas y legislación en este ámbito en 
evidencia científica vigente y dando cumplimiento el principio de precaución en materia 


ambiental'*. 


Algunas partes del EIA ejemplifican eso, como la siguiente: 


“Aunque durante la ejecución de la siguiente fase, se identificaron algunas consultas 
relacionadas principalmente cómo impactarían los trabajos del proyecto en la 
localidad, respondiendo que debido a la temprana etapa de reconocimiento en la que se 
enmarca el trabajo, no se podía señalar con certeza la existencia de un riesgo o 


88 CIDH, Informe sobre Empresas y Derechos Humanos: Estándares Interamericanos. Aprobado por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 1 de noviembre de 2019 / [Preparado por la 
Relatoría Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos]. Disponible en: 
http: //www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/EmpresasDDHH.pdf 
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posibilidad de afectación, lo cual sería absuelto posteriormente, una vez concluido el 
trabajo de reconocimiento de las brigadas físicas, biológicas y sociales” (Anexo 7.3-23 
TERP-Marañón, pág.100, resaltado nuestro). 


Esto es importante resaltar porque el EIA no puede darles a los pueblos afectados la más 
mínima certeza de que no va a haber impactos no deseados. En otro extremo, precisa el EIA 
sobre la existencia de situaciones de incertidumbre científica: 


“Respecto a la consulta manifestada por la autoridad, se explicó que el proceso se 
encontraba aún en una fase inicial de reconocimiento, tanto en el ámbito social, como 
el medio físico y biológico. Y que recién al finalizar este trabajo, se podrá evaluar si 
existe la posibilidad de generarse algún impacto o riesgo para el medio y la población. 
Por lo cual no era posible señalar que es lo que sucederá en ese momento. Indicando 
que cuando se haya concluido y se tenga los resultados de la evaluación, todo lo 
obtenido será compartido con la población, donde se presentarán propuestas para 
prevenir o mitigar alguna posible afectación, de presentarse esto” (Anexo 7.3-17 
TERP- Huallaga, pág.442, resaltado nuestro). 


Tampoco se evalúa el impacto acumulativo que se generaría a raíz del dragado anual de 
mantenimiento durante la concesión (20 años), ni las interacciones que se producirían entre este 
proyecto y otros eventos, como los sistemáticos derrames de petróleo y la contaminación de los 
ríos amazónicos y, por último, el análisis de los escenarios de cambio climático. La falta de 
estudios sistemáticos y robustos, necesarios para conocer el posible impacto del proyecto en los 
ecosistemas de los ríos, y los graves riesgos generados por la ejecución de un proyecto en una 
zona tan importante para el suministro de recursos para las comunidades nativas ribereñas, 
representa una amenaza para los ecosistemas frágiles, y para el suministro de recursos para las 
comunidades nativas. 


Diversos expertos han confirmado la carencia de información sobre los impactos del proyecto 
Hidrovía Amazónica. Por ejemplo, sobre el tema de los sedimentos, que es uno de los puntos 
críticos de este proyecto, hay poca o nula información científica. 


Jorge Abad, director del Centro de Investigación y Tecnología del Agua de la UTEC, expertos 
en ríos amazónicos, ha declarado que los ríos amazónicos desde que nacen en los Andes van 
adecuándose a la geografía, geología, vegetación y tipo de suelo por donde discurren. Su caudal 
se va incrementando por los tributarios que, a su vez, aportan agua y sedimentos. Cuando tiene 
más agua y sedimentos, el río se adecúa, cambia su morfología y su dinámica. Sin embargo, este 
comportamiento no se ha estudiado previamente en los cuatro ríos incluidos en el proyecto. “Si 
no se sabe cómo migran, en cuánto tiempo el río va a reponerlos, de repente en pocos días 
vamos a tener que volver a dragar. Además, ¿dónde se van a depositar los sedimentos 
dragados? El río tiene zonas naturales donde erosiona y donde deposita, si no se entiende esa 
dinámica se pueden depositar en lugares donde no debería haber sedimentos y cambiar la 
dinámica del rio” *. 


Al haberse invocado la aplicación del principio precautorio, no se exige plena certeza y 
convicción de estar ante una violación del derecho al agua potable, o plena convicción de estar 
ante una amenaza cierta e inminente, sino basta con acreditar indicios razonables, es decir, 
evidencia mínima que estamos ante una amenaza que puede generar un daño grave. Y es que el 
principio precautorio es una excepción a la regla de prueba evidente. 


Los indicios razonables, presupuesto para la aplicación del principio precautorio, son que el 
proyecto Hidrovía Amazónica genera una amenaza: 1) pues existe un riesgo de daño a la cadena 


89 Ver en https: //www.servindi.org/actualidad-informe-especial/25/02/2019 /detectan-vacios-cientificos-en- 
proyecto-de-hidrovia-amazonica 
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trófica de animales que dependen de los sedimentos, en particular las especies detritívoras que 
son las que representan el mayor volumen de los desembarques pesqueros; 2) existe un riesgo, 
pues si se afecta a los peces, se afecta a las comunidades nativas que viven de los peces y de la 
agricultura estacional en las orillas. 


La conclusión es evidente. Existe una grave incertidumbre científica sobre los impactos de este 
proyecto, pues no se ha evaluado el impacto de este proyecto en los sedimentos y los procesos 
ecosistémicos inherentes, pero, además, existe una amenaza al medio ambiente y a los derechos 
de las comunidades nativas. 


3. Existe incertidumbre científica 


Esta situación de incertidumbre científica resulta incompatible con el principio precautorio, lo 
cual acarrea un vicio de nulidad en este proyecto. El proyecto Hidrovía Amazónica vulnera 
directamente el principio precautorio, que se aplica en los casos en los que existe una 
incertidumbre o una falta de certeza científica sobre las causas y los peligros que se podrían 
generar como consecuencia de ciertas actividades económicas. Los estudios e informes 
muestran vacíos, contradicciones e inconsistencias en aspectos como el impacto sobre las 
comunidades y sobre los procesos ecosistémicos, la pesca, entre otros aspectos. En particular, es 
preocupante el desconocimiento sobre los sedimentos, sus características, volumen y los 
impactos de su remoción y vertimiento sobre los ecosistemas, especies y usos asociados. Estos 
elementos configuran una situación de alta probabilidad de que se produzca un impacto 
ambiental que afectaría a las comunidades nativas que viven en torno a los ríos, como 
consecuencia de la implementación de este proyecto, lo cual tendría consecuencias en los bienes 
jurídicos que serían afectados como la pesca de las comunidades nativas y la propia agricultura 
estacional que estas hacen. 


Para evitar que la ejecución del proyecto genere una afectación irreversible al medio ambiente y 
a los derechos de los pueblos y comunidades nativas de su área de influencia, la aplicación del 
principio de precaución exige declarar la nulidad del proyecto, pues su ejecución provocaría 
daños ambientales, sociales, espirituales y culturales muy graves. 





D. NECESIDAD DE APLICAR EL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE 
PREVENCIÓN Y PREVENIR LOS GRAVES IMPACTOS DE ESTE 
PROYECTO 


Si bien se carece de certeza científica sobre algunos impactos del inicio de la explotación del 
proyecto Hidrovía Amazónica, sobre la mayor parte de estos impactos se tiene certeza. Como se 
dijo anteriormente, son varios los riesgos que el inicio de las operaciones del proyecto Hidrovía 
generan. 


1. La obligación general de conservar el ambiente 


Ante esta situación de riesgo y sabiendo los impactos que puede generar el inicio del proyecto 
Hidrovía Amazónica, existe la responsabilidad de prevenir las violaciones a los derechos 
humanos. En palabras, del TC, “El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del 
derecho, dentro de las tareas de prestación que el Estado está llamado a desarrollar, tiene 
especial relevancia la tarea de prevención y, desde luego, la realización de acciones destinadas 
a ese fin. Y es que, si el Estado no puede garantizar a los seres humanos que su existencia se 
desarrolle en un medio ambiente sano, estos sí pueden exigir del Estado que adopte todas las 
medidas necesarias de prevención que lo hagan posible. En ese sentido, el Tribunal 
Constitucional estima que la protección del medio ambiente sano y adecuado no solo es una 
cuestión de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera especialmente relevante, 
de prevención de que ellos sucedan ” (STC 04223-2006, f.j. 6, resaltado nuestro). 
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En relación con la naturaleza jurídica del principio de prevención, el TC ha sostenido que: 


“[...] este principio de prevención se desprende de la faz prestacional inherente al 
derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, lo que ha sido concretizado 
por el legislador ordinario. En tal sentido, es ineludible el deber del Estado de prevenir 
adecuadamente los riesgos ante los cuales se encuentra el ecosistema, así como los 
daños que se pueden causar al ambiente como consecuencia de la intervención 
humana, en especial en la realización de una actividad económica. Más aún, el 
principio de prevención obliga al Estado a ejecutar acciones y adoptar medidas 
técnicas que tengan como fin evaluar los posibles daños que se pueda ocasionar al 
medio ambiente” (STC. N.” 01206-2005-AA/TC, f. j. 6. También en la sentencia 
recaída en el Exp. N.* 0048-2004- AI/TC, f.3.18, resaltado nuestro). 




















2. El principio constitucional ambiental de prevención 


El artículo IV del Título Preliminar de la Ley General del Ambiente establece que la “gestión 
ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y evitar la degradación 
ambiental”. Asimismo, en su artículo 11 señala: “Sin perjuicio del contenido específico de la 
Política Nacional del Ambiente, el diseño y aplicación de las políticas públicas consideran los 
siguientes lineamientos: [...] b. La prevención de riesgos y daños ambientales, así como la 
prevención y el control de la contaminación ambiental, principalmente en las fuentes emisoras. 
En particular, la promoción del desarrollo y uso de tecnologías, métodos, procesos y prácticas 
de producción, comercialización y disposición final más limpias ”. 





En definitiva, a juicio del TC, le corresponde al Estado prevenir los daños a los ecosistemas en 
los siguientes términos: “En tal sentido, es ineludible el deber del Estado de prevenir 


adecuadamente los riesgos ante los cuales se encuentra el ecosistema, así como los daños que 


se pueden causar al ambiente como consecuencia de la intervención humana, en especial en la 
realización de una actividad económica. Más aún, el principio de prevención obliga al Estado a 


ejecutar acciones y adoptar medidas técnicas que tengan como fin evaluar los posibles daños 
que se pueda ocasionar al medio ambiente” (STC N.* 01206-2005-AA, f.j. 10, resaltado 
nuestro). 


Para el TC, si bien el principio de prevención y el principio precautorio están íntimamente 
relacionados, existe una distinción entre ambos. Según el TC, “/...] la prevención se basa en 
dos ideas-fuerza: el riesgo de daño ambiental podemos conocerlo anticipadamente y podemos 
adoptar medidas para neutralizarlo. Por el contrario, la precaución, en su formulación más 
radical, se basa en las siguientes ideas: el riesgo de daño ambiental no puede ser conocido 
anticipadamente porque no podemos materialmente conocer los efectos a medio y largo plazo 
de una acción. La posibilidad de anticipación es limitada e imperfecta al estar basada en 
nuestro grado o estadio de conocimientos científicos, los cuales son limitados e imperfectos ” 
(Jiménez de Parga y Maseda, Patricia: “Análisis del principio de precaución en Derecho 
internacional público: perspectiva universal y perspectiva regional europea”, Política y 
Sociedad, 2003, Vol. 40. Núm 3, pp. 16-17), (STC N.? 03343-2007-AA, f.j. 20). 


Finalmente agrega el TC que, “Por su parte, Andorno explica que en caso de la prevención”, la 
peligrosidad de la cosa o actividad es ya bien conocida, y lo único que se ignora es si el daño 
va a producirse en un caso concreto. Por otro lado, en el caso de la precaución” la 
incertidumbre recae sobre la peligrosidad misma de la cosa, porque los conocimientos 
científicos son todavía insuficientes para dar una respuesta acabada al respecto” (Andorno, 
Roberto: “El principio de precaución: un nuevo standard jurídico para la era tecnológica”, en La 
Ley, 18 de julio de 2002). Dicho principio se encuentra recogido en el inciso 3, artículo 3, del 
Convenio Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático, aprobado mediante Resolución 
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Legislativa N.” 26185 y en el artículo 10, inciso f), del Decreto Supremo N.* 022-2001-PCM 
(ver STC N.? 04223-2006-PA/TC, 26-28). 


La carencia de conocimiento sobre el comportamiento de los ríos que se pretende intervenir, 
sobre el volumen y características de los sedimentos, sobre la representatividad de los datos 
desde el punto de vista temporal, alcance geográfico, y número y de diversidad de las especies 
acuáticas que serían afectadas son una vulneración directa, clara y específica del principio de 
prevención. 


3. Las obligaciones del Estado que concretan su deber de prevenir violaciones a los 
derechos humanos 


Para la Corte IDH, “existen ciertas actividades que entrañan riesgos significativos para la 
salud de las personas y, por lo tanto, los Estados están en la obligación de regularlas de 
manera especifica y que dicha regulación incluya mecanismos de supervisión y fiscalización” 
(OC 023 de 2017, párrafo 141). La Corte IDH insiste en la obligación del Estado de usar todos 
los medios para prevenir daños al medio ambiente. 


“De igual manera, en virtud del deber de prevención en derecho ambiental, los Estados 
están obligados a usar todos los medios a su alcance con el fin de evitar que las 
actividades que se lleven a cabo bajo su jurisdicción causen daños significativos al 
medio ambiente. Esta obligación debe cumplirse bajo un estándar de debida diligencia, 
el cual debe ser el apropiado y proporcional al grado de riesgo de daño ambiental. De 
esta forma, las medidas que un Estado deba adoptar para la conservación de 
ecosistemas frágiles serán mayores y distintas a las que corresponda adoptar frente al 
riesgo de daño ambiental de otros componentes del medio ambiente. Asimismo, las 
medidas para cumplir con este estándar pueden variar con el tiempo, por ejemplo, en 
base a descubrimientos científicos o nuevas tecnologías. No obstante, la existencia de 
esta obligación no depende del nivel de desarrollo, es decir, la obligación de 
prevención aplica por igual a Estados desarrollados como a aquellos en vías de 
desarrollo” (Corte IDH, Opinión Consultiva 023- del 2017, párrafo 142). 


La obligación del Estado de prevenir las violaciones al medio ambiente se concreta en 
obligaciones específicas de los Estados, entre las que se encuentran los deberes de: 1) regular; 11) 
supervisar y fiscalizar; 111) requerir y aprobar estudios de impacto ambiental; iv) establecer un 
plan de contingencia, y v) mitigar en casos de ocurrencia de daño ambiental (Corte IDH, 
Opinión Consultiva 023- del 2017, párrafo 145). 


En relación con la obligación de regular o con el deber del Estado de regulación, la Corte IDH 
fundamenta esta obligación en el artículo 2 de la CADH, que obliga a los Estados a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de dicho tratado, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y 
libertades protegidos por la Convención. En este sentido, “la obligación estatal de adecuar la 
legislación interna a las disposiciones convencionales no se limita al texto constitucional o 
legislativo, sino que debe irradiar a todas las disposiciones jurídicas de carácter reglamentario 
y traducirse en la efectiva aplicación práctica” (OC 023 de 2017, párrafo 146). Añade la Corte 
que “Dada la relación entre la protección del medio ambiente y los derechos humanos [....], los 
Estados deben regular esta materia y adoptar otras medidas similares para prevenir daños 
significativos al medio ambiente” (OC 023 de 2017, párrafo 147). 


Y en relación con qué debe regular, la Corte IDH precisa que el Estado “deben regular las 
concesiones, el establecimiento, la forma en que operan, la seguridad y la supervisión de la 
actividad, así como hacer obligatorio para todos los interesados la adopción de medidas 
prácticas para garantizar la protección efectiva de las personas en peligro de ser afectadas por 
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los riesgos inherentes de la actividad. Asimismo, la normativa pertinente debe prever 
procedimientos adecuados, teniendo en cuenta los aspectos técnicos de la actividad en cuestión, 
para identificar las deficiencias en los procesos en cuestión y cualquier error cometido por los 
responsables a diferentes niveles” (OC 023 de 2017, párrafo 148). 


Asimismo, la Corte IDH establece que el Estado debe regular las actividades que puedan causar 
daño. Precisa que “los Estados, tomando en cuenta el nivel de riesgo existente, deben regular 
las actividades que puedan causar un daño significativo al medio ambiente, de manera que 
disminuya cualquier amenaza a los derechos a la vida y a la integridad personal” (OC 023 de 
2017, párrafo 149). 


De otro lado, la Corte IDH hace mención del deber de los Estados de supervisar y fiscalizar las 
actividades que puedan afectar el medio ambiente. Para la Corte IDH, “los Estados tienen un 
deber de supervisar y fiscalizar actividades, bajo su jurisdicción, que puedan producir un daño 
significativo al medio ambiente. Por tanto, los Estados deben desarrollar y poner en práctica 
mecanismos adecuados e independientes de supervisión y rendición de cuentas. Estos 
mecanismos no solo deben incluir medidas preventivas, sino también aquellas apropiadas para 
investigar, sancionar y reparar posibles abusos, mediante políticas adecuadas, actividades de 
reglamentación y sometimiento a la justicia. El nivel intensidad necesario en la supervisión y 
fiscalización dependerá del nivel de riesgo que entrañe la actividad o conducta” (OC 023 de 
2017, párrafo 154). 


4. La obligación general de prevenir las graves violaciones de derechos de colectivos 
de personas 


De conformidad con la jurisprudencia vinculante de la Corte IDH, de conformidad con el 
artículo V del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, una de las obligaciones del 
Estado, cuando estamos ante un caso de violación de los derechos humanos por parte de los 
privados, es la obligación de prevenir estas violaciones de derechos humanos. 


“La segunda obligación de los Estados Parte es la de “garantizar” el libre y pleno 
ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención a toda persona sujeta a su 
jurisdicción. Esta obligación implica el deber de los Estados Parte de organizar todo el 
aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se 
manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar 
jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia 
de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de 
los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si 
es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos 
por la violación de los derechos humanos” (Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. 
Honduras, párrafo 166, resaltado nuestro). 





¿Cuándo el Estado está obligado a intervenir para proteger derechos humanos? En relación con 
la obligación de los Estados de prevenir las violaciones a los derechos humanos, debemos decir 
que no toda violación de derechos humanos por particulares es imputable al Estado. Esto solo 
será posible si se logra acreditar el cumplimiento de determinados requisitos. Esta doctrina fue 
desarrollada inicialmente por la Corte IDH en el caso Campo Algodonero”. Según Víctor 
Abramovich, “la Corte desarrolla la idea de un deber estatal de debida diligencia para la 
protección de los derechos frente a ciertas situaciones de riesgo para su ejercicio. No se trata 


20 Víctor Abramovich, “Responsabilidad estatal por violencia de género: comentarios sobre el caso “Campo 
Algodonero' en la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. Recuperado de 
http:/ /justiciaygenero.org.mx/wp-content/uploads/2015/04/27.pdf 
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de atribuir responsabilidad estatal frente a cualquier violación de derechos humanos cometida 
entre particulares en su jurisdicción”. 


El deber del Estado de adoptar medidas de prevención y protección está condicionado según la 
Corte IDH, por el “conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo 
o grupo de individuos determinado, y por la posibilidad razonable de prevenir o evitar este 


Según la propia Corte IDH, “No todo alegado riesgo a la vida impone a las autoridades la 
obligación convencional de tomar medidas operativas para prevenir que aquel riesgo llegue a 
materializarse. Para que surja la obligación positiva, debe ser establecido que al momento de 
los hechos las autoridades sabían, o debían haber sabido, de la existencia de un riesgo real e 
inmediato para la vida de un individuo identificado o de algunos individuos respecto de actos 
criminales de terceros, y que tales autoridades no tomaron las medidas dentro del alcance de 
sus poderes que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para evitar el daño”*. 


E. REGLAS DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS SOBRE EIA CUYO CUMPLIMIENTO SE EXIGE 


El proyecto Hidrovía Amazónica no ha respetado los estándares establecidos en el Convenio 
169 de la OIT y en las sentencias de la Corte IDH, que concretan la protección del derecho 
fundamental a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, reconocido en 
el artículo 2.22 de la Constitución. 


A continuación, las reglas más importantes que la Corte IDH establece como criterios de validez 
de los EIA. No se tratan de reglas ilustrativas. La Corte IDH en el caso Sarayacu utilizó estas 
reglas para declarar que el Estado de Ecuador había violado el derecho internacional de los 
derechos humanos. 


En ese caso señaló que: "En el presente caso, la Corte constata que no surge del acervo 
probatorio que el alegado “entendimiento” llevado a cabo por la compañía CGC hubiese 
incluido la presentación de la información contenida en el estudio de impacto ambiental, ni que 
el mismo hubiese servido para permitir al Pueblo Sarayaku participar de manera activa en un 
proceso de diálogo adecuado. Tampoco fue demostrado que la alegada “socialización” del 
estudio se encuentre relacionada con una actividad de consulta al Pueblo Sarayaku, ni que el 
mismo hubiese servido de base para informarle sobre las ventajas y desventajas del proyecto en 
relación con su cultura y forma de vida, en el marco de un proceso de diálogo destinado a 
llegar a un acuerdo. Por tanto, la Corte considera que los actos de la empresa no fueron parte 
de una consulta informada” (Corte IDH, Caso Sarayacu, párrafo 209). 


1. Identificación de los estándares internacionales en materia de EIA de proyectos 
extractivos en territorios de pueblos indígenas desconocidos por SENACE 


Primer estándar: Convenio 169 de la OIT exige que los EIA deben evaluar los impactos 
“sociales, culturales y espirituales”. 


El artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT exige que “Los gobiernos deberán velar por que, 
siempre que haya lugar, se efectúen estudios, [..] a fin de evaluar la incidencia social, 
espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas 


21 Ibidem. 
22 Ibidem. 
93 Corte IDH, Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia, párrs. 123 y 124. 
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pueden tener sobre esos pueblos”. Por eso, la Corte IDH exige que los EIA deben “respetar las 
tradiciones y cultura de los pueblos indígenas ” (Corte IDH, Caso Sarayacu, párrafo 206). 


Esto es muy importante y no se entiende si no se recuerda lo que la Corte IDH ha señalado, que 
mediante estos EIA “se intenta preservar, proteger y garantizar la relación especial que los 
miembros del pueblo Saramaka tienen con su territorio, la cual, a su vez, garantiza su 
subsistencia como pueblo tribal” (Corte IDH, Caso Saramaka párrafo 129). 


Un adecuado estudio de impacto social del Proyecto Hidrovía Amazónica mostraría que la 
principal fuente de proteína de las comunidades nativas presentes en el ámbito del Proyecto 
Hidrovía Amazónica provienen de la pesca. De otro lado, entre las actividades extractivas 
realizadas históricamente por el hombre en la Amazonía peruana, la pesca es la que se relaciona 
directa O indirectamente con las actividades económicas, sociales y culturales de la región 
(Salinas y Agudelo, 2000); constituyéndose de esta manera en una fuente importante de 
alimentación para la población local y de ingresos económicos para los mismos (TCA, 1994)”. 


Segundo estándar: Convenio 169 de la OIT exige que los EIA deben hacerlo en 
colaboración con los pueblos indígenas afectados. 


Esto también viene exigido por el artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT, el cual establece que 
“Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en 
cooperación con los pueblos interesados”. Los EIA en el Perú se hacen de espaldas a los 
pueblos indígenas, casi clandestinamente, desconociendo este estándar. 


Tercer estándar: Corte IDH exige que la consultora que elaborará el EIA sea 
independiente y técnicamente capaz. 


La consultora que elaborará los EIA de los proyectos extractivos debe ser independiente, como 
lo exige la Corte IDH. Esto no ocurre en el Perú, pues los EIA son elaborados por consultoras 
pagadas por las empresas extractivas. Esto se aprecia si se revisa el artículo 10.2 de la Ley N.? 
27446. 


“Artículo 10.- Contenido de los Estudios de Impacto Ambiental 

[...] 

10.2 El estudio de impacto ambiental deberá ser elaborado por entidades autorizadas que 
cuenten con equipos de profesionales de diferentes especialidades con experiencia en 
aspectos de manejo ambiental, cuya elección es de exclusiva responsabilidad del titular o 
proponente de la acción, quien asumirá el costo de su elaboración y tramitación ”. 


No puede haber una independencia si la elaboración de los EIA la hace consultoras pagadas por 
las mismas empresas extractivas. Según la Corte IDH, el Estado debe “garantizar que no se 
emitirá ninguna concesión dentro del territorio de una comunidad indígena a menos y hasta 
que entidades independientes y técnicamente capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen 
un estudio previo de impacto social y ambiental” (Corte IDH, Caso Sarayacu, párr. 205). 


En relación con la independencia de la consultora que elabora el EIA, la Corte IDH cuestiona 
que el ElA “fue realizado por una entidad privada subcontratada por la empresa petrolera, sin 
que conste que el mismo fue sometido a un control estricto posterior por parte de órganos 
estatales de fiscalización” (Corte IDH, Caso Sarayacu, párr. 207). En nuestro país, quien paga 


24 Noriega, J. “Pesca y participación comunal en la Reserva Nacional Pacaya Samiria, Loreto, Perú”, en Pinedo, 
D. y Soria, C., El manejo de las pesquerías en los ríos tropicales de Sudamérica, Bogotá, Mayol Ediciones, p. 381, 
2008. 
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el EIA es la empresa interesada. En esas condiciones, no podemos contar con EIA con 
información objetiva independiente e imparcial”, 


Cuarto estándar: Corte IDH exige que los EIA deben evaluar los impactos “acumulados” 
en relación con otros proyectos extractivos y de infraestructura pública. 


La Corte IDH ha precisado que “el Tribunal agregó que uno de los puntos sobre el cual debiera 
tratar el estudio de impacto social y ambiental es el impacto acumulado que han generado los 
proyectos existentes y los que vayan a generar los proyectos que hayan sido propuestos” (Corte 
IDH, Caso Sarayacu, párrafo 206). Esto no ocurre actualmente, pues el EIA del Proyecto 
Hidrovía Amazónica es un pobre análisis de la obra en particular y además no evalúa su relación 
acumulativa o sinérgica con otros impactos ya presentes en el área, como puede ser el caso de 
efectos bivoacumulativos a largo plazo de contaminantes, más aún si se sabe que hay presencia 
de arsénico, cadmio, zinc y níquel, además de otros contaminantes. Sin embargo, según el 
estándar de la Corte IDH, la finalidad de los EIA es la de analizar los reales impactos en los 
pueblos indígenas. 


En este caso específico, debe considerarse los sedimentos acumulados en el lecho del río en la 
zona de Iquitos, por ejemplo, que al ser removidos expondrán detritos conteniendo bacterias con 
riesgos para la salud humana. La línea base del EIA-d del PHA muestra un alto contenido de 
bacterias potencialmente peligrosas para la salud humana en las muestras de sedimentos de 
Iquitos. Sin embargo, no se ha considerado el estudio ecotoxicológico de estas y su potencial 
impacto sobre la salud humana. Esto nos lleva a plantearnos el problema de cómo se está 
conceptualizando el 'ambiente' sin considerar al ser humano como integrante de este. 


De manera que el Estudio de Impacto Ambiental del proyecto Hidrovía Amazónica no se está 
considerando la salud humana y los posibles efectos que la remoción de sedimentos del lecho 
fluvial y su suspensión en la columna de agua, por ejemplo, de sedimentos con arsénico y otros 
elementos químicos, hidrocarburos, bacterias patógenas, entre otros contaminantes que aparecen 
en la línea base de calidad de sedimentos del proyecto Hidrovía Amazónica, pueden tener en la 
salud humana. La remoción de sedimentos aumentaría los niveles de elementos potencialmente 
perjudiciales a la salud humana en cuerpos de agua que son la única fuente de agua de muchas 
comunidades a lo largo del proyecto Hidrovía Amazónica. No se está considerando la salud 
humana y los posibles efectos que la suspensión de sedimentos con arsénico y otros elementos 
químicos, hidrocarburos, bacterias patógenas, entre otros, contaminantes que aparecen en la 
línea base de calidad de sedimentos del proyecto Hidrovía Amazónica y que pueden perjudicar 
en la salud humana. La remoción de sedimentos aumentaría los niveles de elementos 
potencialmente perjudiciales a la salud humana en cuerpos de agua que son la única fuente de 
agua de muchas comunidades a lo largo del proyecto Hidrovía Amazónica. Al mismo tiempo, 
estos contaminantes pueden afectar, entre otras, a las 79 especies de consumo humano más 


importantes en la Amazonía peruana”, 


Quinto estándar: Corte IDH exige que los Gobiernos deben fiscalizar la elaboración del 
EIA y no solo revisar el producto final. 


La Corte IDH ha señalado que, “el Estado debe garantizar que no se emitirá ninguna concesión 
dentro del territorio Saramaka a menos y hasta que entidades independientes y técnicamente 
capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen un estudio previo de impacto social y 
ambiental” (Corte IDH, Caso Saramaka, párrafo 129). El Estado define los Términos de 


95 “Razones para declarar inconstitucional la forma de aprobación de los EIA en el Perú”. Recuperado de 
http: //www,justiciaviva.org.pe/notihome/notihome01.php?noti=710 

26 García-Dávila, C.; Sánchez, H.; Flores, M.; Mejia, J.; Angulo, C.; Castro-Ruiz, D.; Estivals, G.; García, A.; Vargas, 
G.; Nolorbe, C.; Núñez, J.; Mariac, C.; Duponchelle, F.; Renno, J.-F., Peces de consumo de la Amazonía peruana, 
Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana (HAP), Iquitos, p. 218, 2018. 
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Referencia y luego revisa el producto elaborado brindando espacio para que los múltiples 
sectores del Estado involucrados planteen observaciones al documento. En principio, aparece 
como un procedimiento razonable, sin embargo, ya en el caso específico del proyecto Hidrovía 
Amazónica se puede observar que la ausencia de fiscalización estatal durante el proceso de 
elaboración del EIA permitió que: 


1. El Estudio de Impacto Ambiental se desarrolló y presentó a la autoridad antes de la 
presentación del Estudio Definitivo de Ingeniería. 


2. El Estudio de Impacto Ambiental no contiene un estudio toxicológico de los sedimentos que 
va a remover ni de las calidades y cualidades del medio sobre el que se va a intervenir. 


3. El Estudio de Impacto Ambiental no contiene muestras representativas de cambios 
estacionales, la composición de especies del ecosistema, las variaciones a lo largo del ciclo 
anual y de ciclos mayores, con lo cual carece de validez como prognosis de los posibles 
impactos ambientales. 


4. La información disponible hoy no permite elaborar un Estudio de Impacto Ambiental 
proyecto Hidrovía Amazónica, por tanto, en la eventualidad de hacerse un nuevo estudio es 
necesario e indispensable resolver los vacíos de información existentes. 


2. Obligación jurídica de los jueces constitucionales de rango convencional de aplicar 
hacer control de convencionalidad 


En relación al Control de Convencionalidad, recientemente la Corte Interamericana reitera al 
Estado peruano que “las distintas autoridades estatales, incluidos los jueces y órganos 
vinculados a la administración de justicia, están en la obligación de ejercer ex officio un control 
de convencionalidad entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes; en 
esta tarea, las autoridades internas deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también 
la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana” .( Corte IDH. Caso Casa Nina Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2020. Serie C No. 419, para 
139). 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) interpretando la Convención 
Americana, ha desarrollado diferentes reglas sobre la protección del medio ambiente y sobre el 
derecho humano a un medio ambiente sano en la Opinión Consultiva 023 del año 2017. Es 
preciso analizar estas, pues establecen reglas muy claras de protección del medio ambiente y de 
los recursos naturales, que son de aplicación obligatorio en el presente caso Ariana. 


3. Sobre la fuerza normativa de los pronunciamientos de la Corte IDH en las 
opiniones consultivas 


No solo encontramos normas de cumplimiento obligatorio, reglas en los tratados internacionales 
de derechos humanos, sino que también encontramos estas en la jurisprudencia de la Corte IDH. 
En el caso de las reglas desarrolladas en los tratados, se llaman normas directamente estatuidas. 
En el caso de las reglas desarrolladas en las sentencias y en las opiniones consultivas de la Corte 
IDH, hallamos un conjunto de pronunciamientos que constituyen reglas de cumplimiento 
obligatorio. A estas últimas, se le denominan normas convencionales adscritas como muy bien 
los explica el profesor Luis Castillo Córdova. Vamos a encontrar un conjunto de reglas sobre el 
derecho a un medio ambiente sano que se aplican al presente caso Ariana, en la Opinión 
Consultiva de la Corte IDH 023 del Año 2017. 
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Esto es posible, en atención a que las opiniones consultivas de la Corte IDH también son 
vinculantes al igual que las sentencias de la Corte IDH, como lo ha reconocido ella misma. Y 
ello es así porque la Corte IDH ha reconocido que las reglas contenidas en una opinión 
consultiva son reglas que deben ser tenidas en cuenta en el control de convencionalidad. En 
palabras de ella: “Es por tal razón que estima necesario que los diversos órganos del Estado 
realicen el correspondiente control de convencionalidad, también sobre la base de lo que 
señale en ejercicio de su competencia no contenciosa o consultiva, la que innegablemente 
comparte con su competencia contenciosa el propósito del sistema interamericano de derechos 
humanos, cual es, la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos ze 


A decir de Luis Castillo Córdova, “La Corte IDH tiene atribuida una doble función con las 
competencias respectivas: una función contenciosa y otra consultiva. En ejercicio de ambas 
funciones la Corte IDH puede crear normas convencionales, porque en ejercicio de ambas 
competencias interpreta vinculantemente a la Convención americana sobre derechos 
humanos **. 


Para Luis Castillo Córdova, las reglas desarrolladas por la Corte IDH en su jurisprudencia o en 
sus opiniones consultivas, constituyen normas adscritas de origen convencional. “Junto a las 
normas convencionales directamente estatuidas se encuentran las normas convencionales 
adscriptas a ellas. Las normas convencionales adscriptas pueden ser definidas como el 
conjunto de interpretaciones vinculantes que del tratado o convención sobre derechos humanos 
ha formulado el órgano o tribunal internacional creado para su defensa y aseguramiento. Tales 
interpretaciones deberán ser consideradas como normas también por las dos razones arriba 
mostradas para justificar a la norma constitucional adscripta: la primera es el carácter 
vinculante de la interpretación del tratado o convención sobre derechos humanos, el cual le 
viene dado porque es una interpretación formulada por el órgano internacional en ejercicio de 
la función de protección del tratado encargada por el legislador convencional; y la segunda es 
que esa interpretación vinculante está destinada a concretar la norma convencional 
directamente estatuida, por lo que comparte la naturaleza normativa del objeto concretado. Las 
normas convencionales creadas por el órgano o tribunal internacional nacen al derecho 
convencional adheridas a la norma convencional directamente estatuida a la que concretan y, 
consecuentemente, comparten su valor, ambas son derecho convencional, y comparten también 
su destino, viajan adheridas a las normas convencionales directamente estatuidas allá a donde 
estas vayan o se encuentren, e ingresan junto a ellas a los distintos ordenamientos jurídicos 
nacionales que correspondan ”?. 


ANEXOS 
e Anexo 1-A: Copia del DNI del presidente ORAU y FECONAU 


e Anexo 1-B: Copia de la ficha registral de la personería jurídica y de la vigencia del mandato 
de la directiva de ORAU y FECONAU 


e Anexo 1-C: Copia del Informe del Ministerio de Cultura sobre la relación entre los ríos y 
los pueblos indígenas 


e Anexo 1-D: Copia de la Resolución Directoral 702-2015MTC/16 del 28 de setiembre de 
2015 que aprueba los términos de referencia del Estudio de Impacto Ambiental 


27 Opinión Consultiva OC-21/14. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en 
necesidad de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A N.? 
2115, párrafo 31. 

98 Luis Castillo Córdova. “Estudio introductorio”, en Gustavo Zagrabelsky y otros, Manual de Derecho 
Constitucional, Zela, p. 91, Lima, 2020. 

99 Ibidem, p. 90. 
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MEDIOS PROBATORIOS 


e Anexo 1-C: Copia del Informe del Ministerio de Cultura sobre la relación entre los ríos y 
los pueblos indígenas 


e Anexo 1-D: Copia de la Resolución Directoral 702-2015MTC/16 del 28 de setiembre de 
2015 que aprueba los términos de referencia del Estudio de Impacto Ambiental 


POR LO EXPUESTO: 


Solicitamos a usted señor Juez que declare fundada la demanda de cumplimiento, en su 
oportunidad, y ordene la suspensión del proyecto hasta que haya certeza científica que este no 
constituye una amenaza cierta e inminente a los ríos que serán dragados. 


OTROSÍ DECIMOS: 


Que, al amparo de lo dispuesto en los artículos 80 y 74 del Código Procesal Civil, otorgamos 
facultades generales de representación a nuestros abogados patrocinadores: Juan Carlos Ruiz 
Molleda, con registro CAL N* 28423; Maritza Quispe Mamani, con registro CAC N* 2242; y 
Rocío Meza Suárez, con registro CAL N* 28423, del Instituto de Defensa Legal (IDL). 


SEGUNDO OTROSÍ DECIMOS: 


Fijamos como domicilio procesal la casilla de notificaciones electrónica N” 43220 del Poder 
Judicial. 


Pucallpa, 22 de enero de 2021 


Us 
FEDERACIÓN DE COMUNIDADES NATIVAS 
DE UCAYALI Y AFLUENTES 
Miguel H. Guimaraes Vásquez 
DNt: N* 41272410 
PRESIDENTE 





j Rocío Meza Suárez 
Al Abogada CAL N* 24781 





y De 
=S 
/ 
Juan Carlos Ruiz Molleda 
Abogado 
E Instituto de 
Registro CAL N.? 28423 Defensa Legal 





Maritza Quispe Mamani 
Abogada CAC N? 4434 
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